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Argumentación iusfundamental 
de los derechos colectivos y 
ambientales 
Gustavo Adolfo Ortega Guerrero1 
Resumen 
El presente trabajo establece las bases teóricas y conceptuales en la consolidación de los derechos colectivos y ambientales fun-damentales desde el punto de vista político, jurídico y filosófi-
co. Se trata de una teoría alternativa que articula aquellos elementos aún 
ignorados por la tradición liberal, a fin de enfrentar la actual crisis global 
desde un "nuevo momento de los derechos" que incluya las perspectivas 
colectivas y ambientales. 
Palabras clave: ambiente, crisis civilizatoria, derechos ambientales, dere-
chos colectivos, derechos colectivos fundamentales, derechos humanos, 
desarrollo humano, política ambiental, teoría jurídica. 
Abstract 
This paper establishes the theoretical and conceptual bases in the conso-
lidation of collective rights and environmental rights from the political, 
legal and philosophical standpoint. This is an altemative theory linking 
the elements ignored by the liberal tradition in order to address the cu-
rrent global crisis from a "new moment of rights", including collective 
and environmental perspectives. 
Keywords: environment, civilization crisis, environmentallaw, collective 
rights, fundamental rights, human rights, human development, enviran-
mental policy, legal theory. 
Abogado de la Universidad Nacional de Colombia, candidato a Magister en Ambiente y 
Desarrollo de la Universidad Nacional de Colombia. 
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Introducción 
El presente artículo tiene como propósito vincular el discurso de 
los derechos colectivos de los grupos étnicos con la visión de inte-
gralidad2 de los derechos ambientales, mediante la argumentación 
iusfundamental que reconozca su alto grado de importancia en el 
escenario actual de reivindicaciones sociales. Los acontecimientos 
recientes en la historia de la humanidad han conllevado al surgi-
miento de problemas globales, que sólo pueden ser abordados des-
de un cambio estructural de los modelos dominantes. 
De un lado, subsiste una crisis identitaria acentuada a nivel indi-
vidual y colectiva, por carencia de relaciones dialógicas culturales; 
aquí se pretende contribuir a la argumentación en favor de los de-
rechos colectivos como parte fundamental del" derecho de existencia" 
de los grupos étnicos, desde el cual se construyen procesos de iden-
tidad cultural esenciales al interior de las comunidades. De otra 
parte, la crisis ambiental moderna o crisis civilizatoria3 sigue generan-
do preocupación por los altos niveles de degradación que han ori-
ginado los actuales modelos de desarrollo; ante lo cual se propone 
una reivindicación continua de los derechos ambientales colectivos 
para materializar el sistema de necesidades básicas o fundamen-
La visión de integralidad de los derechos planteadas por el profesor Mesa (2007), es-
tablece el reconocimiento integral de los tres principales momentos de la historia de 
los derechos humanos (conocida ampliamente en la doctrina de los derechos humanos 
como generaciones de derechos) desde los derechos civiles y políticos; pasando por los 
derechos sociales, económicos y culturales hasta llegar a la concreción de los derechos 
colectivos y ambientales. 
La crisis civilizatoria irrumpe como un conflicto de principios, valores, identidades y 
relaciones con el entorno, siendo catalogada en términos generales como una crisis de: 
a) la cultura occidental, en cuanto a sus valores y principios que dirigen los procesos 
actuales de "progreso" desde una visión dominante y excluyente; b) la racionalidad de 
la modernidad, centrada en los avances de la ciencia y el optimismo tecnológico bajo los 
cuales se pretenden resolver cada uno los problemas sociales y ambientales; y e) la eco-
nomia y tecnología del mundo globalizado, que reconoce a los seres humanos en calidad 
de consumidores de mercado o individuos de relaciones virtuales (Leff, 2004, p. 9; Mesa, 
2007, pp. 149-158; Elizalde, 2005, p. 99-100). 
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tales4 (Max-Neef, 1998, pp. 18, 40-66), desde una escala de valores 
ético-ambientales5. 
Definimos esta crisis como la manifestación del paradigma li-
beral de la modernidad, en el que se mantiene la reproducción de 
procesos excluyentes que acentúan la problemática sin encontrar 
una solución definitiva6 a los conflictos e incertidumbres7• En el 
transcurso del presente trabajo se identifican puntos de confluencia 
entre los dos tipos de derechos; que introducen la argumentación 
final sobre los derechos colectivos y ambientales fundamentales, 
desde la participación ambiental de los grupos étnicos como parte del 
"derecho de existencia" y la necesidad de su reconocimiento en el es-
cenario global. 
Discusión previa: una doble implicancia de los 
derechos: praxis y teoría 
Antes de entrar a discutir aspectos sustanciales de la teoría argu-
mentativa, debemos referirnos al concepto de "derecho" que será 
abordado de manera crítica para direccionar esfuerzos dentro de 
la dinámica de poderes. Con respecto a lo anterior, inferimos un 
acercamiento de la noción de derechos con los procesos de lucha, 
defensa y reivindicación de intereses sociales inmersos dentro de la 
Las necesidades básicas suelen ser representadas bajo teorías clásicas de derechos nú-
nimos vitales (alimentación, vivienda, salud) principalmente desde la propuesta reali-
zada por Maslow (1943) en donde se da primacía a las necesidades de subsistencia. Sin 
embargo, recurriendo a propuestas alternativas como las de Max-Neef (1998, p. 30), es 
necesario recurrir al concepto de "necesidades fundamentales" que integren en el discurso 
sobre desarrollo humano, aspectos primordiales de la existencia más allá de su reducción 
al proceso biológico, es decir, de una multidimensionalidad humana (Sabogal, 2009, p. 183) 
que tenga en cuenta: elementos sociales, biológicos, psicológicos, emocionales, afectivos, 
culturales, políticos, etc. 
Desde el punto de vista ambiental, las necesidades básicas o fundamentales tiene una 
escala ética de valores, y debe establecerse de acuerdo a la comprensión de la complejidad 
de las relaciones e interacciones dinámicas humanas, culturales y ambientales. 
Cuando se habla de una solución "definitiva", no se está haciendo referencia a una sa-
lida única (única vía válida) para todos los contextos. Se trata más bien de encontrar 
soluciones diversas que sean sostenibles en el espacio y en el tiempo, que perduren y 
trasciendan a largo plazo; a manera de procesos inacabados que se construyen continua-
mente desde la revisión de los valores y principios éticos. 
Los conflictos que surgen de las injusticias e inequidades son reflejo de la crisis. De otra 
parte, la degradación ambiental ha conllevado a la generación de graves riesgos e incer-
tidumbres en la permanencia del sistema de la biosfera. 
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complejidad humana. De allí que la lucha por la factibilidad8 de los 
derechos no se satisfaga exclusivamente con la positivización en nor-
mas jurídicas constitucionales nacionales o internacionales9• Esta 
crítica trasciende igualmente al sustento moraP0 o racionalista (ius-
natural) en defensa de normas jurídicas que puedan predicar am-
pliamente la titularidad sin consideraciones de contexto. Por tanto, 
consideramos que los derechos tienen un fuerte trasfondo ético-
político arraigado al devenir histórico, explicativo de la aparición 
de nuevos derechos. De lo contrario, sería poco entendible aquel 
cambio paradigmático de la proclama universal de los "derechos 
del hombre y el ciudadano en 1789" frente al ancien régime11; el cual 
se explica precisamente a partir de ese juego de intereses políticos 
liberales abanderados desde la burguesía contra las injusticias del 
absolutismo monárquico. 
Entonces, rechazamos la idea de un Estado formal de derechos 
desde la perspectiva íuspositivista pura, en donde las pautas del sis-
tema se definan por el acatamiento normativo sin importancia de 
los criterios de justicia (validez formal). Pero al mismo tiempo, no 
dejamos de reconocer la existencia de normas, principios, valores, 
procedimientos, costumbres, prácticas culturales, etc. al interior de 
los ordenamientos jurídicos, que revisten gran importancia dentro 
de un momento histórico propio de reivindicaciones políticas. 
En sentido similar, se presenta el debate entre teoría y práctica de 
los derechos. Los dos extremos buscan una primacía de actuación, 
pero la falta de equilibrio puede menoscabar la materialización de las 
luchas sociales. Algunas teorías insisten en dar poco valor a las nor-
mas jurídicas o a las construcciones teóricas para concentrar los 
esfuerzos en acciones prácticas12• Hacerlo es desconocer parte de 
Esta condición significa hacer efectivos los derechos en la realidad mediante la práctica 
de una justicia material. 
Resaltamos la integración de derechos internacionales a las Constituciones de los países 
como en el denominado bloque de constitucionalidad colombiano. 
10 Subsisten fuertes diferencias entre una posición moral y una ética. El iusnaturalismo in-
voca razones de justicia desde el punto de vista moral, pero da menos importancia a los 
argumentos ético-políticos. 
11 En la misma declaración, se establece que " el fin de toda asociación política es la defen-
sa de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre"; pero hay que preguntarse 
de dónde proviene la defensa de los derechos "de la libertad, la propiedad y la resisten-
cia a la opresión" . 
12 Acciones que son defendidas desde un pragmatismo exacerbado. 
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la realidad, pero sobre todo, es perder poder de argumentación 
dentro de los instrumentos de lucha. Además, se abriría una brecha 
para que enemigos de la visión amplia e integral de los derechos 
nieguen su reconocimiento al ratificar su carácter de metas socia-
les y políticas irrelevantes. 
Por lo anterior, manifestamos nuestro reconocimiento de la teo-
ría como de la práctica, desde las bases teóricas como de las ac-
ciones sociales. La concepción de derechos lleva implícitos los 
mecanismos de participación ético-política. Nuestra visión parte 
de la idea de sustitución de la democracia liberal representativa por 
una democracia radical participativa, que contenga la opinión de to-
dos los individuos y comunidades en las decisiones políticas. Por 
lo tanto, no podemos menospreciar los esfuerzos que se realizan 
desde estas dos dimensiones. Proponemos la construcción de una 
argumentación sólida que pueda mantener una nueva teoría sobre 
la fundamentalidad13 de nuevos derechos desde el plano científico, 
filosófico, jurídico y político no excluyente. Los nuevos retos nos 
invitan a fortalecer una pauta interdisciplinaria lo suficientemente 
coherente para abrir paso a la materialización de los derechos co-
lectivos como parte de la concreción de la justicia material (Ihering, 
1872, pp. 27-28)14• 
Definición de los derechos colectivos 
Los derechos colectivos15, en sentido amplio son definidos como rei-
vindicaciones políticas, sociales y culturales en titularidad de gru-
pos con un interés común dentro de un contexto histórico-político 
determinado. De acuerdo a la definición dada, es importante no con-
fundir el contenido de los derechos con las categorías específicas de 
las cuales se compone. Lo anterior debido a que se hace muy re-
13 La fundamentabilidad es la capacidad de argumentación y de acción para consolidar 
nuevos derechos fundamentales. 
14 Desde la sociología jurídica, Ihering (1872, pp. 27-28) afirma que el dereclw no pasa a ser 
simplemente el reflejo de la historia de los países por constituir el statu quo, sino que se debe 
a la lucha contra la injusticia. De manera que el dereclw ha de tener un fin social que se mani-
fiesta en los principios éticos adoptados por los intereses reales de la sociedad denomi-
nados jurisprudencia de intereses. Esta teoría es claramente identificable en nuestro tiempo 
con la propuesta teórico-fáctica del Estado de Justicia. 
15 Las asociaciones más frecuentes al concepto de derechos colectivos, son las nociones de 
"derechos de grupo", "derechos de los pueblos" y "derechos de solidaridad" (Sanders, 
1991, p. 368). 
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currente la asimilación de derechos colectivos con derechos de las 
minorías o con derechos de grupos étnicos. Por tanto, se hace ne-
cesario rechazar esta clase de igualaciones epistemológicas al con-
siderar que el contenido general de derechos colectivos es mucho 
más amplio que las remisiones exclusivas que puedan hacerse a 
un sólo tipo de derecho. Nuestra tarea será determinar en conse-
cuencia, el tipo de demandas sociales que pueden ser vinculadas al 
contenido de la definición previamente establecida, respondiendo 
a la pregunta de cuáles derechos exactamente pueden ser conside-
rados colectivos. 
Contenido de los derechos colectivos 
Recientemente se ha retomado el interés por la argumentación de 
los derechos, más allá de las limitaciones impuestas por el reco-
nocimiento en esferas individuales, en la medida en que existen 
aspectos constitucionales no adscritos a la tradición liberal clási-
ca, que demandan su consolidación en el plano de los derechos 
fundamentales. Tales derechos son de naturaleza colectiva y están 
recíprocamente relacionados al discurso de la argumentación ius-
fundamental, aunque su reconocimiento continúe centrado en el lar-
go debate entre diversas posturas políticas, filosóficas y jurídicas. 
Identificamos tres puntos de vista respecto a la apreciación de los 
derechos colectivos por su contenido: en primer lugar, la postura de 
negación de su existencia que viene marcada por la tradición liberal 
de primacía del individuo; en segundo lugar, una visión restrictiva 
en donde se acepta su existencia condicionada a la titularidad de 
grupos especiales; y en tercer lugar, una visión extensiva que defien-
de una titularidad amplia de los derechos sin criterios de especi-
ficidad o limitación a colectividades determinadas. De acuerdo a 
clasificación anterior, nos inclinamos por la visión extensiva de los 
derechos colectivos; evitando caer en exclusiones parcializadas que 
limitarían la argumentación abierta en pro de la teoría sobre los de-
rechos fundamentales alternativos16• 
A continuación, hemos logrado catalogar cuatro tipos de dere-
chos colectivos, que pueden ser ampliados de manera permanente, 
16 Este término es adoptado de las teorías sobre constitucionalismo alternativo latinoameri-
cano, rompiendo con la estructura clásica de los derechos fundamentales individuales 
modernos. Una visión extensiva de los derechos, tiene como finalidad avanzar en la 
aceptación de múltiples sujetos colectivos que antes eran discriminados. 
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dependiendo del contexto histórico propio de intereses defendidos 
por grupos y colectividades. Los derechos que se enuncian de ma-
nera introductoria son los siguientes: 
Derechos de los grupos étnicos y minoritarios 
También denominados en la teoría jurídica como "derechos en 
función de grupo", tienden a asegurar condiciones de integridad 
de colectividades con un pasado común e identidad cultural re-
conocida por el Estado y las sociedades. Aquí podemos analizar 
una doble connotación teórica del concepto, no solo a partir de las 
pretensiones externas como mecanismo de defensa frente a socie-
dades dominantes, sino también aspectos internos encaminados a 
la cohesión e integridad de los grupos (Sanders, 1991, p. 370). 
Algunos autores como Walzer (1998, pp. 29-49, 57-61), Kymlicka 
(1999, p. 283) y Themstrom (1980) hacen distinción entre derechos 
de los grupos étnicos a favor de comunidades de inmigrantes; y de-
rechos de minorías nacionales como el caso de las "naciones indí-
genas" de Norteamérica17 o de los pueblos gitanos en Europa. Sin 
embargo, en el contexto latinoamericano han prevalecido las con-
troversias sobre la aplicación de estas categorías, por existir grupos 
con tradiciones culturales que no se adecúan a estas definiciones. 
Por ejemplo, los pueblos indígenas y las comunidades afrodescen-
dientes mantienen un pasado histórico particular diferente al de 
los inmigrantes18; que se hace explícito en la revisión de las con-
diciones de dominación impuestas en los procesos de conquista y 
colonización europea19• Además, existen razones de peso para rebatir 
el papel de estos grupos como minorías dentro de las sociedades 
17 Según Santos (1998, p. 164) los grupos indígenas norteamericanos prefieren autodeno-
minarse "nations" en lugar de "peoples" como es acostumbrado. 
18 Las diferencias se establecen por las definiciones. En el caso de los inmigrantes, por 
los desplazamientos voluntarios de lugar (a diferencia de los refugiados) con miras a 
establecerse, formar colonias o integrarse a la vida de un país. En el caso de los pueblos 
indígenas, por el proceso de conquista, imposición y despojo de la "tierra". En el caso 
de las comunidades afrodescendientes, por la colonización y el esclavismo posterior al des-
cubrimiento, diferente a una migración voluntaria. Walzer (1998, pp. 56-61) reconoce 
este hecho al considerar que los grupos indígenas "históricamente no constituyen forma 
liberal de vida". 
19 Aunque existen todavía serios problemas en tomo al reconocimiento de los grupos ét-
nicos y culturales, los derechos no son aspectos formales "mínimos" o de poca relevancia 
como en varias ocasiones se pretende hacer ver, sino contrario a ello, representan un cam-
bio en la connotación de la realidad, mediante reivindicaciones sociales de complejos 
procesos históricos que se van dando a través del tiempo. 
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nacionales, especialmente si se lo revisa desde una escala regional 
o locaF0• 
Tampoco es claro el consenso teórico relativo a las nociones de 
grupos como pueblos, comunidades, minorías, naciones, tribus o 
culturas; aunque desde el punto de vista jurídico y político se esta-
blezcan diferencias sobre la titularidad de los derechos. Por ejem-
plo, la condición de "pueblo" que es inherente al reconocimiento 
internacional de los derechos a la soberanía y a la autodetermina-
ción, repercute sobre la autonomía de gobierno que se obtiene fren-
te a los Estados-nacionales21 • Sobre este enfoque persisten críticas 
por los desplazamientos de demandas sociales a que se ven expues-
tos varios grupos por la falta de condiciones subjetivas determina-
das. En otros términos, las condicionantes sobre la vinculación a 
un concepto limitado de colectividad (llámese pueblo, comunidad, 
nación, etc.) puede constituirse en el argumento principal para la ne-
gación de derechos en función de grupo. 
Por tanto, nuestra posición intenta reafirmar aquellos procesos 
de universalidad de los derechos colectivos acudiendo a la cate-
goría de 11 grupos étnicos" 22, de acuerdo al uso del término que 
20 Incluso en el contexto nacional de países como México en el Estado de Chiapas (22%), 
Perú (17%), Bolivia (66%), Guatemala (42%) que mantienen altos porcentajes de pobla-
ción indígena; no es clara su posición de grupo minoritario. De otra parte, Colombia 
(1,8% indígenas, 12% afrodescendientes ), Chile (7%) y Ecuador (7%) aunque fungen 
como minorías, a nivel local su posición cambia drásticamente (Hall y Patrinos, 2006; 
Bonilla, 2006, p. 26). Además, si consideramos la descendencia y el mestizaje (en Co-
lombia 66, 25% según cifras oficiales del DANE) junto a la afirmación del "derecho de 
raíces" (Borrero, 2003, p. 39; Santos, 1998, p. 233), estas cantidades pueden verse altera-
das. Incluso poblaciones afrodescendientes con prácticas tradicionales en muchos países 
latinoamericanos pueden ser vistos como mayorías en contextos nacionales. Autores 
como Santos (1998, pp.154-155) insisten en que por lo menos deben ser consideradas 
"minorías étnicas" desde el punto de vista "sociológico" por su número o por acciones 
de discriminación, exclusión, dominación u opresión que reducen las demandas de los 
grupos. En el presente trabajo, intentaremos superar el calificativo de minorías, aunque 
reconociendo la connotación en contextos sociales, principalmente por razones concep-
tuales que hacen depender de políticas de reconocimiento igualitario condicionadas a 
aspectos cuantitativos de las colectividades. 
21 En la comunidad internacional se sigue restringiendo el alcance de la declaratoria de 
"pueblos", en razón a los posibles efectos de desintegración de los Estados-nacionales 
a causa de procesos de liberación e independencia (conflictos de soberanía). Coinciden 
con esta apreciación la profesora Sánchez (2004, p. 39) al igual que el profesor Santos 
(1998, p . 164). 
22 
"Universalidad" desde la visión global de los derechos y los sujetos, diferente de la 
visión de "universalismo" homogéneo propuesto por el discurso impositivo de los 
derechos occidentales y que se suele contraponer al "particularismo". Plantemos la uní-
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algunos autores, como el profesor Stavenhagen (2000, pp. 10-11), 
han venido desarrollando desde las teorías de grupos en América 
Latina23• Se trata de un concepto incluyente, que permite integrar 
las pretensiones de sujetos colectivos que reúnen intereses comu-
nes de identidad cultural al interior de las sociedades nacionales. 
Allí aceptamos el reconocimiento de los derechos de colectividades 
indistintamente de la situación específica bajo el común denomi-
nador de 11 derechos de grupos étnicos". Por ejemplo, en el derecho 
interno colombiano son coincidentes las pautas de interpretación 
para casos de grupos que no reúnen las definiciones exigidas por 
las normas jurídicas internacionales, como las prescritas en el Con-
venio 169 de 1989 de la OIT y la Declaración de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas adoptado en 2007 por la ONU, dirigidas exclu-
sivamente a los 11 pueblos indígenas". En efecto, la sentencia C-169 
de 2001 de la Corte ConstifucionaF4, ha adoptando el criterio de 
versalidad como un principio construido en un diálogo abierto entre diferentes culturas 
(Pérez-Luño, 2002, p. 48) Al respecto el profesor Marés (1996, p . 17) manifiesta lo si-
guiente: "[ ... ]la universalidad de los derechos consiste exactamente en que cada pueblo 
construye sus propios derechos, de acuerdo con sus hábitos, costumbres y tradiciones. 
Esto quiere decir que no existen derechos universales, pero que existe un d.erecho uni-
versal, el de que cada pueblo elabore sus derechos con la única limitación de no violar 
los derechos de los pueblos" . 
23 Es necesario precisar el origen del término que se remite a los trabajos de antropología 
que concuerdan con la visión multidirnensional del ser humano: condiciones de identidad 
biológica, cultural, social, lingüística (oral, escrita, gestual, simbólica), espiritual, territo-
rial, etc. (Sánchez, 2004, pp. 167-173; Barth, 1976, pp. 13-17; Heintze, 1992, p.39) 
24 Tanto la adopción de instrumentos internacionales como la aplicación de los fallos a 
manera de precedente judicial deberá extenderse por interpretación al conjunto total de 
grupos étnicos en el derecho interno colombiano. En sentencia C-169 de 2001 con Ponen-
cia del Magistrado Carlos Gaviria Diaz, La Corte Constitucional manifiesta un trato indis-
tinto respecto a la aplicación de jurisprudencia constitucional de derechos en función de 
grupo, definiendo su titularidad en cabeza de los "grupos étnicos". La citada providencia 
incluye a las comunidades afrodescendientes tradicionales como parte de estos grupos 
reafirmando el contenido del artículo 1° de la Ley 70 de 1993. Allí se termina el dilema 
respecto a la adscripción de derechos colectivos reconocidos internacionalmente: "debe 
quedar claro que los derechos colectivos de las comunidades negras en Colombia son 
una función de su status en tanto grupo étnico, portador de una identidad propia que es 
digna de ser protegida y realzada, y no del color de la piel de sus integrantes". También 
se dice lo siguiente respecto de la aplicación los derechos colectivos en función de grupo: 
"Este reconocimiento genera, como consecuencia inmediata, el que las comunidades ne-
gras adquieran la titularidad de derechos colectivos similares a los de las comunidades 
indígenas, con las diferencias impuestas por sus especificidades culturales y su régimen 
legal propio. Lo que es más importante, se hacen acreedores a los derechos que consagra 
el Convenio 169 de la O.I.T. [ .. .]" . Otras sentencias donde se reconoce la pertenencia de 
colectividades a los grupos étnicos son: C-086 de 1994 del pueblo Raizal de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina; y C-864 de 2008 de la comunidad Rom o pueblo gitano 
admitido como pueblo tribal en aplicación del Convenio 169 de la O.I.T. 
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aplicación de derechos colectivos similares25,lo cual implica que aque-
llos derechos de colectividades que siendo consolidados a nivel 
internacional y constitucional, deben ser aplicados ipso iure26 por 
extensión a los demás grupos étnicos quienes adquieren de inme-
diato su titularidad. 
Pero, el hecho que adoptemos una categoría que agrupe dere-
chos de naturaleza colectiva (derechos de grupos étnicos), no sig-
nifica que seamos ciegos al proceso de concreción de las demandas 
sociales. Contrario a ello, reafirmamos esta complejidad, en el do-
ble proceso de especificación de los derechos que establecen una 
política de reconocimiento igualitario, pero que de manera alter-
na conlleva una política de la diferencia (Taylor, 1993, pp.60-61), 
dirigida a la aplicación extensiva, siempre y cuando medie la 
observancia de las particularidades culturales. Lo anterior signi-
fica revalidar como indispensables las denominaciones específi-
cas de "pueblos", "comunidades", "naciones", etc., manifestadas 
al interior de las colectividades de conformidad con su contexto 
histórico-político. 
Derechos ambientales colectivos 
Los Clerechos ambientales nacen esencialmente como derechos 
colectivos, por el interés común que implica el ejercicio de su ti-
tularidad27. Sin embargo, confluyen al ejercicio desde las órbitas 
individual y social. Su origen está marcado por la tradición cons-
titucionalista europea del reconocimiento de intereses ambientales 
que toma auge a mediados del siglo XX. Una mirada al pasado del 
constitucionalismo latinoamericano revela de igual manera algu-
nas preocupaciones por la "naturaleza" identificadas en los siglos 
25 Como consecuencia jurídica desde la aplicación de una regla de interpretación judicial 
extensiva. 
26 En el entendido de que "por virtud del propio derecho" contenido en la subregla consti-
tucional interpretativa, que pone fin a la discusión sobre los limites de aplicación de los 
derechos en función de grupo. En consecuencia, se trata de una visión amplia acogida en 
la jurisprudencia constitucional, que debe ser aplicada de oficio por los jueces o autori-
dades de conocimiento en casos especificas. 
27 Así por ejemplo, el reconocimiento del articulo 79 de la Constitución Política de Colom-
bia que garantiza el derecho a un ambiente sano, hace parte del reconocimiento teórico 
efectuado en el proceso constituyente de 1991, definiéndolo como parte del capítulo III, 
título II sobre los "derechos colectivos y del ambiente". 
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XIX y XX28 (Marquardt, 2006, pp. 172-197; Rodas, 1996, pp. 21-29). 
No obstante, en lo concerniente a la conceptualización del término 
"ambiente", empezará a discutirse hasta entrada la década de los se-
senta cuando se hace evidente la agudización de problemas y desas-
tres globales originados en el modelo de desarrollo industriaF9• 
En 1968, un grupo de expertos en diferentes materias confor-
man la organización conocida como Club de Roma que empieza a 
plantear cuestiones relativas a las repercusiones por las actividades 
humanas, en especial las referidas al deterioro del sistema cerrado 
de la biosfera terrestre. En este marco surge el concepto "ambiente 
humano" y su relación con el concepto de "desarrollo". Aquí se da 
inicio a uno de los momentos cruciales desde el ambientalismo el 
cual proviene del cambio epistémico que significó la ruptura eco-
logista biocéntrica, para incluir "lo social" como parte del concepto 
"ambiental". 
Desde la visión integralista francesa fue acogido el término en-
vironnement para designar al entorno como un sistema altamente 
complejo (Carrizosa, 2000, p. 18). De otra parte, los instrumentos 
internacionales en materia de política ambiental, marcan el inicio 
de la tercera generación de derechos humanos30, comenzando con la 
28 En Colombia una de las primeras disposiciones constitucionales se remite al "canon" 
número 4° de la Constitución de Socorro de 1810, que imponía limitaciones al uso de 
la tierra por eventuales daños a la "naturaleza". El artículo 27 de la Constitución de los 
Estado Unídos de México de 1917 dispone la regulación de los "elementos naturales" 
para su conservación. También la Constitución de Venezuela de 1936 en su artículo 32 
imponen observaciones a la función de la propiedad y a la observancia de aspectos co-
lectivos relacionados a la lúgiene pública, la conservación de los bosques y el agua. 
29 No podemos dejar de mencionar las grandes catástrofes ambientales del siglo XX: po-
lución por esmog en Londres (Inglaterra) en 1952, intoxicación de Minamata Oapón) 
por mercurio entre 1956 y 1970, escape de gases en Seveso (Italia) en 1976, tragedia por 
envenenamiento en Bhopal (India) en 1984, explosión de la planta nuclear en Chemobyl 
(Ucranía) en 1986, derrame de petróleo de la embarcación Exxon Valdés en Alaska (Es-
tados Unídos) en 1989. 
30 Como se ha podido analizar lústóricamente y ha sido reiterado por el profesor Mesa 
(2007), en el pasado existían claramente derechos ambientales y colectivos reconocidos 
desde la aparición de las primeras sociedades humanas, aunque su definíción haya va-
riado con el tiempo. Por ejemplo, desde los mitos, rituales, tabúes y vedas las restriccio-
nes culturales eran una forma de reconocer derechos ambientales colectivos. El início al 
que se refiere es a su definíción en el marco del derecho internacional de los derechos 
humanos (DIDH). Su aceptación en el escenario global no es otra cosa que el reconoci-
miento de reivindicación sobre una serie de problemáticas reales. Esta generación de 
derechos humanos se identifica con la evolución del Estado de derecho hasta el Estado 
constitucional, que como afirma Pérez-Luño (2002, p. 98) corresponde con nuevas aspi-
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declaración de Estocolmo en 1972 sobre el Ambiente Humano31, que 
acuerda los principios básicos para la acción ambiental desde la 
visión de sostenibilidad intergeneracional (generaciones presentes 
y futuras), incorporando cuestiones relativas a los impactos del de-
sarrollo económico. Este instrumento marca un hito histórico por 
la definición de problemáticas relacionadas al concepto específico, 
aunque si bien es necesario aclararlo, desde la posición aún dicotómi-
ca de ambiente natural y ambiente humano. 
En 1987, atendiendo la preocupación sobre los efectos del creci-
miento económico, una comisión designada por la ONU empieza 
a analizar las relaciones entre "desarrollo económico" y los límites 
biofísicos. El resultado es el informe Bruntdland "Our common fu-
ture", que adoptaría uno de los términos más ambiguos, difusos 
y criticados desde los enfoques del pensamiento ambiental y la 
economía ecológica como sería la noción de "desarrollo sostenible" 
(O'Connor, 2002, p. 25)32• En nuestro país, el proceso constituyente 
de 1991 responde a estas directrices internacionales con la adop-
ción del título relativo a los derechos colectivos y del ambiente, especí-
ficamente en su artículo 79, donde se establece el derecho de toda 
raciones y necesidades básicas desde un nuevo punto teleológico de valores, reivindica-
das desde formas participativas de democracia directa. 
31 Dentro de la Conferencia de Estocolmo, el ambiente humano es visto como la interacción 
entre un ambiente natural y otro artificial construido socialmente; que rodea la condi-
ción humana. Esta noción corresponde todavía a una concepción antropocéntrica. 
32 Muchos han criticado la adopción de este término considerado un oximorón, es decir, una 
combinación ambigua de palabras que genera contradicciones. En este sentido, algunos 
autores manifiestan como imposible hablar de un "desarrollo económico" acompañado 
de una "sostenibilidad ambiental" y viceversa. Además, existen fuertes discusiones en-
tre teorías que se mueven desde una sustentabilidad débil hasta una sustentabilidad fuerte, 
en el sentido que las posiciones más cercanas al primer enfoque, pretenden defender un 
desarrollo que sobrepasa los límites permitidos por los ecosistemas para luego tratar de 
reparar los daños; o llevar a la biósfera hasta el límite de sus capacidades de carga. Esta 
posición de sustentabilidad débil adoptada en la Declaración de Río en 1992, ha sido cri-
ticada desde los discursos del pensamiento ambiental y la economía ecológica (Cabeza, 
1996, pp. 147-156). El mayor problema que sigue generando esta idea, es poner énfasis 
sobre el crecimiento económico como única solución a los problemas de pobreza. Otro 
tema que se puede discutir a fondo, es la garantía de los intereses y necesidades de 
las generaciones futuras adoptando una noción de sustentabilidad débil. La Corte Cons-
titucional en Colombia ha adoptado una teoría de sustentabilidad débil en la Sentencia 
T-251 de 1993, aunque reconociendo las contradicciones entre crecimiento económico y 
degradación ambiental. 
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persona a gozar de un ambiente sano33, y el deber del Estado de 
"proteger la diversidad e integridad del ambiente"34• 
A continuación aparece la Declaración de Río de Janeiro en 1992 so-
bre Ambiente y Desarrollo, que interrelaciona definitivamente estos 
dos conceptos de manera intrínseca en el principio 4. Allí también 
se plantea la necesidad de adoptar una responsabilidad internacio-
nal común pero diferenciada de acuerdo a los procesos históricos 
que han contribuido a la degradación ambiental (principio 7). En el 
año 2002 se adopta la Declaración de Johannesburgo sobre Desarrollo 
Sostenible, reafirmando la visión de sostenibilidad débil adoptada en 
Río 1992, mediante la promoción de un desarrollo social surgido a 
costa de un crecimiento económico. Aquí no se abandona el viejo 
discurso de equiparación de los conceptos de desarrollo y creci-
miento económico justificados por las metas de eliminación de la 
pobreza y la miseria en el mundo. Quizá lo más importante de Jo-
hannesburgo sea el compromiso de responsabilidad ambiental exigido 
de ahora en adelante a los diferentes sectores como organizaciones 
privadas, empresas transnacionales, organismos multilaterales e 
instituciones internacionales en el cumplimiento de los objetivos 
ambientales y metas de" desarrollo humano" (ONU, 1972,1992, 2002) . 
. 
Derechos de los pueblos 
Uno de los antecedentes más importantes en la historia de la or-
ganización de intereses colectivos fueron las prácticas jurídicas de 
los imperios multiculturales (Roma, Persia, Egipto, Babilonia) im-
plicados en el ius gentium o derecho de gentes, que hoy es reinter-
pretado más allá del complemento al ius civile del naciente derecho 
romano. Por tanto, transcurridos más de dos milenios a partir de la 
aparición de normas aplicables para ciudadanías de segunda clase, 
el concepto originario de derechos "que todos los pueblos tienen en 
común", ha evolucionado hasta convertirse en la noción contempo-
ránea de "principios políticos concretos que regulan las relaciones 
33 El articulo 7" del Decreto 2811 de 1974, "Por el cual se dicta el Código de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente", de manera previa a la Carta Política esta-
blece que "toda persona tiene derecho a disfrutar de ambiente sano". 
34 Del mismo modo, el Decreto 2811 de 1974, se refiere al término "ambiente" en sus artícu-
los 1°, 1:', 3° numeral lO literal b), 7" y SO; incorporando de manera alterna la noción de 
ambiente humano que había sido aprobada en la Declaración de Estocolmo en 1972. 
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políticas entre los pueblos" (Rawls, 2001, p . 13)35• Los derechos de 
los pueblos han sido recogidos en dos tipos de documentos, laCar-
ta Africana de 1981 y Declaración Universal de los derechos de los 
Pueblos o Declaración de Argel de 1976. La primera es un instru-
mento oficial de integración regional, que a pesar de los esfuerzos 
por marcar una posición política, ha sido criticada en razón a la 
falta de consenso en su aprobación, especialmente por el momento 
histórico de las dictaduras militares en el continente; mientras que 
la segunda es rescatada por tratarse de un documento no oficial 
adoptado por expertos de diferentes disciplinas, que ha tenido bue-
na acogida por su posición antiimperialista, de autodeterminación 
y soberanía. 
Sea cual fuese la posición desde la que se asumen dichos ins-
trumentos, los derechos de los pueblos emergen como forma de 
combatir los procesos de colonización en que fueron sumidos los 
países de la hoy llamada "periferia". Tal objetivo se logra mediante 
una doble interpretación sobre el alcance de la noción de "pueblo": 
la perspectiva Estado-nación y la perspectiva ínter-étnica y mul-
tinacional. La primera hace énfasis al término de "pueblo" como 
sinónimo de la expresión de los Estados-nacionales, que ejerciendo 
legítimamente su derecho a la autodeterminación, defienden sus 
inter~ses y los de sus conciudadanos ante el intervencionismo de 
potencias en el manejo de asuntos económicos, políticos, sociales, 
ambientales y étnicos de carácter interno. Por ejemplo, la defen-
sa de algunos países ante la injerencia de las potencias mundiales 
en la definición de los gobiernos. La segunda, retoma la designa-
ción de "pueblo", dependiente de una estructura multinacional e 
ínter-étnica que corresponde en gran parte a la definición propia 
de cada colectividad humana. Por ejemplo, los grupos indígenas 
latinoamericanos demandan el título de "pueblos" aunque se clasi-
35 Adoptamos la definición de Rawls, en la medida en que pueden interpretarse como 
principios que enmarcan la interacción entre los pueblos del mundo, aunque apartán-
donos de algunas concepciones presentadas por el liberalismo político respecto a la teoría 
moderna del derecho de gentes o derecho de los pueblos. Una de las categorizaciones 
que rechazamos, es lo que Rawls (2001, pp. 35-37) denomina "pueblos liberales demo-
cráticos y decentes" como presupuesto de las relaciones internacionales; ya que se toma 
al modelo de organización liberal como un fin último creador de prejuicios (modelo 
liberal constitucional con conducta racional o razonable que incorpora una concepción 
política y moral de justicia). Desde nuestra perspectiva, existen pueblos que autónoma-
mente desean integrarse y otros que desean aislarse, en menor o mayor medida; por 
distintos motivos de acuerdo a sus condiciones organizativas (formas de organización 
social y política con sistema integral de derechos, que trascienden la racionalidad occi-
dental e incorporan concepciones complejas y éticas de justicia). 
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fiquen estructuralmente en comunidades específicas por la relación 
ancestral con sus territorios (Barrero, 2003, p. 79; Sánchez, 2004, 
pp. 37-50; Santos, 1998, p. 164). También, las minorías nacionales o 
grupos de naciones regionales adquieren esta prerrogativa aunque 
su denominación varía dependiendo del contexto. En el caso pales-
tino, sus integrantes prefieren la autodenominación de "pueblo" 
que forina parte de la "gran nación árabe". 
En resumen, hemos decidido adoptar una clasificación sui gene-
ris de los derechos de los pueblos, adscribiéndolos al interior de los 
derechos colectivos, por razones del concepto mismo que intenta 
ser delimitado a las configuraciones de los Estados-nacionales en 
la actualidad. De allí subyace un reconocimiento de los derechos a 
la paz, al desarrollo, a la soberanía, a la seguridad, a la autodeter-
minación y a la existencia. El desconocimiento de estos derechos es 
una forma grave de exclusión que da origen a teorías determinis-
tas, nacionalistas, racistas o xenófobas, fomentando la aparición de 
ciudadanías de clase; y promoviendo la desaparición del" otro colecti-
vo". Hay que recordar las duras experiencias de genocidio y etnocidio 
desde teorías radicales excluyentes (superioridad racial en el nazis-
mo, y desaparición étnica en el imperialismo). Por tanto, las decla-
raciones de los pueblos deben ser la manifestación en contra de todo 
tipo de etnocentrismo, colonialismo, neocolonialismo, segregación 
racial, apartheid y sionismo. 
Nos referiremos de manera sucinta, a la apreciación de cada 
uno de los elementos que conforman los derechos de los pueblos. 
En primera medida, nos centraremos en el derecho a la paz como 
el producto de la concertación de los intereses al interior de los 
grupos, comenzando por los criterios de justicia que se consolidan 
a través de la visión del bienestar común e individual. Aquí coin-
cidimos con los argumentos presentados desde teorías pacifistas 
y anarquistas sobre las críticas de los impactos generados por las 
grandes guerras del siglo XX, y los peligros e incertidumbres globa-
les acrecentados a partir de la carrera armamentista y la generación 
de armas de destrucción masiva (biológicas, químicas, nucleares), 
según Bookchin (2005, pp. 191-214), una crisis que obedece a las 
prácticas de jerarquía e imposición entre los seres humanos. 
El derecho al desarrollo, es pieza clave de la consecución de 
la mayor parte de derechos con los que encuentra interdepen-
dencia. El quid de la discusión se concentra en la definición mis-
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ma del concepto de "desarrollo". Es necesario replantear una nueva 
concepción desde una visión crítica y alternativa de cambio sobre 
los paradigmas convencionales. Por tanto, instamos a terminar la 
reproducción del discurso dominante de progreso que implica la 
ilimitación de los consumos exosomáticos36, el crecimiento econó-
mico y la acumulación del capital. Es necesario impulsar una rup-
tura epistémica, que revalúe las visiones capitalista y socialista que 
históricamente han direccionado el crecimiento de las economías 
sin preocuparse por los efectos ambientales generados. Adoptamos 
una visión propia de necesidades definidas por los pueblos, respe-
tando siempre la dimensión ambiental de regeneración y capacidad 
de carga de los sistemas ecológicos y sociales. 
Los derechos a la soberanía y a la autodeterminación son com-
plementarios dentro de los intereses políticos e institucionales, el 
primero para enfrentar las injerencias externas de pueblos, naciones 
o Estados; y el segundo con miras a generar procesos internos de au-
tonomía de gobierno, elección, participación, y reconocimiento del 
territorio. Estos dos elementos son indispensables en la autodesig-
nación de la categoría de pueblos o naciones reclamadas desde hace 
tanto tiempo por grupos étnicos y minoritarios. Destacamos también 
la importancia de la soberanía de los bienes ambientales de lasco-
léctividades, que hacen parte de las reivindicaciones históricas de 
despojo y degradación al que fueron expuestos históricamente. 
Finalmente, nos referiremos al derecho a la existencia por ahora 
como un concepto complejo que debe ser analizado en confluencia 
de varios elementos, en especial de la identidad nacional y cultural 
aportados desde la declaración de Argel de 1976. Más adelante tra-
taremos con profundidad este tema que hace parte de la estructura 
central del presente trabajo. 
Derechos colectivos de grupos específicos 
Existen pretensiones de grupos sociales y culturales que por su 
interés común deben ser considerados dentro del grupo de los 
derechos colectivos. Aunque varios enfoques tienden a negar la 
36 Existen dos tipos de consumos de energía que han sido estudiados en términos ecológi-
cos: 1) en primer lugar el consumo endosomático que es necesario para la supervivencia 
de los seres vivos; y 2) en segundo lugar, consumos que exceden este umbral y se en-
cuentran íntimamente relacionados con la cultura. 
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inclusión de este tipo de acciones, creemos que la definición esta-
blecida por las metas e intereses comunes hace de estas demandas 
verdaderos procesos reivindicatorios creadores de derechos. En 
esta categoría se encuentran las acciones de movimientos en de-
fensa de intereses colectivos y públicos como las acciones empren-
didas por movimientos ambientalistas, feministas e indígenas en 
su lucha por el reconocimiento. Una de las preguntas frecuentes 
acerca de esta teoría, sigue siendo la conceptualización sobre las 
nociones de "grupos específicos" junto a la definición de intere-
ses. Un importante punto de partida para seguir desarrollando esta 
idea, es la presentada por Castells (1998, pp. 91-106) cuando sos-
tiene que "los movimientos sociales son lo que ellos dicen ser"37, y 
que desde nuestra perspectiva corresponde a los intereses que ellos 
manifiestan amparar. 
Discusión en torno al reconocimiento de los derechos 
colectivos 
Desde la perspectiva individualista, los derechos colectivos han 
sido relegados por el discurso dominante de la modernidad. Este 
hecho se ha fundado a partir de dos postulados deontológicos con-
vencionales38 como son: 1) las tensiones aparentes respecto a las li-
bertades individuales por el reconocimiento de derechos colectivos en 
función de grupo Gones, 1999, pp. 87-88); y 2), y la tragedia del libre 
acceso a los bienes comunes39 por la definición de derechos colectivos 
37 Dentro de los procesos emergentes, destacamos el caso de los zapatistas quienes utilizan 
la globalización tecnológica y de la información para hacer resonancia internacional en 
sus demandas sociales indígenas. 
38 El concepto deontología ha venido evolucionando desde la formulación de Bentharn so-
bre los deberes éticos normativos. Según Dworkin (1997, pp. 258-268), desde una teoría 
convencional, una concepción deontológica se sustenta bajo dos postulados para que 
los derechos sean tomados en serio: 1) los individuos tienen derechos, 2) los derechos 
individuales priman ante las metas colectivas (Arango, 2005, p. 75). Una teoría alterna-
tiva debe superar estos postulados para incluir los intereses y derechos colectivos como 
verdaderos principios en las sociedades contemporáneas, con posibilidad de primacía 
frente a intereses individuales. 
39 La fundamentación de la propiedad privada individual se dio poco después del des-
cubrimiento del Nuevo Mundo, para justificar los procesos de conquista y coloniza-
ción (expropiación) sobre territorios ocupados ancestralmente por tribus nativas. La res 
nullius es la justificación principal para colonizar esa "tierra de nadie". El argumento 
expuesto por Locke (1980, pp. 18-30), consistía en desestimar el valor de la propiedad 
colectiva como "tierra no trabajada" mostrando un hecho que mucho más tarde Hardin 
(1968, p.p. 1243-1248), en reconocimiento de la frase panfletaria del matemático William 
Forster Lloyd, denominaría "la tragedia de los bienes comunes" en alusión al dilema 
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ambientales (Daly y Coob Jr., 1997 p. 149; Hardin, 1968, pp. 1243-
1248). 
La teoría de las tensiones aparentes, trata de desacreditar los dere-
chos colectivos desde un plano filosófico, argumentando que su in-
tromisión al interior de las sociedades modernas puede 11 generar dudas 
o entrañar peligros"40• Los liberales continúan desconfiando de las me-
tas colectivas y los planes de vida de las comunidades, temiendo 
enfrentar un eventual escenario de transgresión de los derechos 
individuales. Por tanto, desde la óptica del liberalismo político, se 
rechaza la aplicación de los derechos de las colectividades con la 
intención de prevenir consecuencias adversas por las restricciones 
colectivas a sus integrantes. Esta razón nos lleva a encontrar un 
sinnúmero de detractores de los derechos de grupo que no cesan de di-
vulgar vehementemente los casos de opresión ejercidos por colec-
tividades; cuando estas 11 disponen de un poder autoritario". Uno 
de los ejemplos más recurridos quizá sea el de la discriminación 
sobre mujeres por las restricciones impuestas al interior de socie-
dades teocráticas patriarcales (casos de discriminación musulmana 
y ablación genital femenina)41• 
La respuesta de la tradición liberal clásica es clara al resolver 
estos· cuestionamientos, partiendo de dos premisas individualistas 
como son: 1) la aplicación uniforme de los derechos sin distinción 
(Taylor, 1993, p. 59-69); y 2) el desconocimiento de la existencia 
de derechos colectivos, por la suma o agregación de derechos que 
pueden ser demandados individualmente. En la versión liberal 
de la teoría política se opta por instituir un Estado neutral que se 
abstenga de tomar partido en relación a los aspectos sustanciales de las 
sociedades, o en otras palabras, de un Estado que se abstenga de 
sobre la apropiación privada de los bosques y pastizales comunes por parte de la bur-
guesía en Europa. 
40 Por ejemplo, es importante resaltar la posición de Habermas (1999, p. 250) quien mani-
fiesta como caracteristico del derecho moderno "ser individualista", algo claro desde 
la posición eurocéntrica que niega las formas tradicionales desarrolladas por pueblos 
indígenas y tradicionales. En el mismo sentido, Trilling (1966) expone una apreciación 
idéntica sobre el individualismo como caracteristica principal de la modernidad . 
., Casos que se han registrado en regiones de África y Asia. En Colombia se divulgaron, en 
el año 2008, algunos casos del pueblo indígena Embera-Chami del resguardo indígena 
Gito Docabu. Existe un choque frecuente entre posturas feministas y multiculturales. 
Alli es reiterativo escuchar la defensa de derechos humanos de las mujeres desde el pun-
to de vista occidental. Lo más deseable ante este conflicto sería la concertación dialógica 
de principios, más que la condena unidireccional de las prácticas tradicionales. 
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maniobrar activamente frente a cuestiones de carácter ético-políti-
co. Por tanto, el papel exclusivo del Estado en las democracias moder-
nas, es asegurar el trato imparcial entre los individuos, sin importar 
lo que ocurra. Desde su 11 primer liberalismo", Dworkin (1978, pp. 
113-143, 1989, pp. 499-504), se considera uno de los más acérrimos 
defensores de esta teoría denominada primacía de los aspectos proce-
sales (Taylor, 1993 pp. 84-85; Bonilla, 2006 p. 61), que tiende a limitar 
el intervencionismo estatal preferente a favor de grupos e indivi-
duos. 
Una de las críticas que asume dicha tesis, es su manifiesta inac-
tividad frente a las condiciones de desigualdad, injusticia social o 
peligro de desintegración cultural de los grupos; por la negación de 
acciones positivas. Además, desde una visión sistémica, y compleja 
no es posible considerar que los derechos colectivos sean la simple 
suma o agregación de los derechos de las partes integrantes. Exis-
ten derechos que van más allá de adhesión a intereses individuales 
dando lugar a relaciones sinérgicas de intereses colectivos (Carri-
zosa, 2000, p. 94). Por último, es necesario advertir que el Estado 
liberal no es neutral, o por lo menos así lo entienden diferep.tes cul-
turas no occidentales; cuando consideran que los valores de tolerancia 
predicados desde Occidente, no suprimen los criterios hegemóni-
cos de pretensiones particulares. 
Por todas estas razones, la solución parece estar más lejos de 
residir en una perspectiva tan excluyente como la moderna. Ra-
dicalizar la concepción de los derechos para hacerlos parecer in-
compatibles, hace imposible resolver aquellas tensiones reales o 
aparentes desde el punto de vista conceptual. Recordemos los rei-
terados fracasos de la pretensión 11 universalista" de los derechos 
humanos como aplicación unidireccional de occidente frente a cul-
turas que no incorporan valores de primacía individual. En este 
caso, se conduce a una prolongada serie de prejuicios, desprecio, ri-
validad e incomprensión hacia prácticas grupales que no se ajustan 
al ideario cultural de la modernidad occidental (Fajardo, et al. 1999, 
p. 36). Por tanto, la única salida justa dentro de la realidad multi-
cultural y diversa de las sociedades contemporáneas, es promover 
la interacción entre los diferentes grupos y culturas42; aceptando la 
42 Retomando a Santos (1998, p. 200), consideramos necesario un diálogo intercultural en 
la medida en que existen topoi (sitios o lugares) que son necesarios para el complemento 
entre la totalidad de culturas; que a su vez son definidas como incompletas. 
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coexistencia entre derechos individuales y colectivos, y las distintas 
formas en que pueden ser ejercidos. En efecto, deberá encontrarse 
la mejor forma para hacer confluir la esfera individual-privada con las 
órbitas colectivas y públicas. 
Creemos que ante los conflictos latentes en estas dos instancias 
es necesario articular asuntos tan relevantes como la aplicación de 
los principios de justicirf3, dentro de las decisiones que imponen límites 
a las actuaciones o aspectos normativos de las colectividades; como 
puede ser la adopción de los mecanismos de negociación de conflictos 
entre intereses de grupo y sus integrantes44 (Holder y Corntassel, 
2002, p. 133); y el establecimiento permanente del diálogo entre cul-
turas, grupos e individuos. 
El segundo argumento presentado desde el discurso liberal, ha 
residido en la lógica del libre mercado que da primacía a los valores 
de producción y competitividad desde la órbita de la propiedad 
privada45, fomentando cierto menosprecio sobre los bienes ambien-
tales de acceso común y público. La economía neoclásica sigue con-
fiando la regulación de las relaciones económicas a la "eficiencia" 
del mercado, especialmente desde las teorías radicales del laissez 
faire. Pero cuando no existe una regulación social y cultural; el pa-
pel de esta institución queda en entredicho en lo que se refiere a 
aspectos de justicia, asignación, distribución, disponibilidad y uso 
sustentable de los bienes ambientales. Utilizando las palabras del 
profesor Daly y del teólogo Cobbs Jr. (1997, pp. 48-63), las "fallas 
no resueltas" 46 ponen en grave riesgo la edificación social del bien 
43 Sobre la noción de "principios" utilizaremos la definición de Robert Alexy (1992, pp. 
159-177), que los considera mandatos de optimización que buscan que algo sea cumplido 
en la mayor medida de lo posible, en contraposición a las reglas, que en su condición de man-
datos definitivos se cumplen o no se cumplen. 
44 Esto desmiente la unidireccionalidad de los intereses sociales y la negación de la existen-
cia de conflictos al interior de las sociedades. Además se identifica con la aproximación 
al concepto de "derechos" como reivindicaciones sociales en las relaciones de poderes. 
45 Desde el análisis económico, la competición en el acceso de la propiedad se produce 
una vez cambia la naturaleza de los bienes de acceso público. La noción de productividad 
viene ligada a esta visión que desconoce la existencia necesaria de bienes públicos, que 
no pueden ser objeto de apropiación individual. 
46 Las fallas no resueltas destruyen la argumentación a favor del "mercado" como institu-
ción que reparte de manera óptima las cargas ambientales y sociales. 
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común47• Dentro de los problemas que se escapan a esta regulación 
podemos mencionar la ilimitación del mercado, el capital y los 
consumos; pero sobre todo del efecto corrosivo del interés particular 
sobre el contexto ético colectivo, debido a la competencia entre in-
dividuos. Detrás de la argumentación sobre la tragedia de los bie-
nes comunales, se esconden intereses de expansión de la frontera 
del capital, que se materializan a través de las nuevas formas de 
apropiación privada (Mesa, 2007, pp. 183-201)48• En consecuencia, 
tanto bienes públicos como colectivos se convierten en las limitan-
tes para el" desarrollo" desde la visión ortodoxa capitalista49• 
Esta distorsión de los bienes de interés colectivo, ha sido recha-
zada por análisis críticos de la academia y los movimientos sociales, 
mostrando algunos argumentos que vienen tomando validez. En 
primer lugar, la teoría del deterioro ambiental colectivo, confunde 
reiteradamente el concepto de los bienes comunes (BC) con el libre 
acceso y la falta de regulación social (Hardin, 1968, p. 1243-1248)50• 
El hecho que se presenten, bienes de uso común (BUC) emparentados 
con los bienes de uso público y bienes de propiedad común (BPC), que 
siguen una relación estrecha al concepto de propiedad colec-tiva; no 
47 En la teoría aristotélica, las ideas del "bien común" y el "vivir bien" (autarquía), son 
virtudes primordiales de toda organización social y política (Aristóteles, 2000, p. 35-65). 
Esta premisa ha estado presente no sólo en la tradición occidental europea, puesto que 
en diferentes culturas ha preexistido como un "fin en si mismo" de la vida en comuni-
dad: lo común y público. En el caso latinoamericano, este concepto se ha vinculado con 
la "buena vida" de la tradición ancestral indígena: en lengua aymara "sumak kawsay-
suma qamaña-teko kavi". 
48 La preocupación por el libre acceso a los bienes comunes, planteaba en sus inicios dos 
salidas: estatalización o privatización. Con el transcurso de la historia y llegada la caída 
del socialismo, pronto fue adoptada la única vía posible. Aquí empiezan a consolidarse 
argumentos que refuerzan el descuido de los "recursos de uso común (RUq" mediante la 
aparición de nuevas formas de apropiación privada, que han venido tomando auge con 
la expansión del capital de empresas transnacionales. 
49 Existen diferencias en la definición de bienes colectivos y públicos desde la teoría eco-
nómica, es decir, aunque ambos se caractericen por no ser excluyentes en el acceso, los 
primeros mantiene cierta rivalidad en su consumo mientras los segundos no (Daly y 
Coob Jr., 1997, pp. 54-63). No obstante, ninguno de ellos se escapa de las críticas que 
intentan descreditar tales intereses colectivos: los primeros en la idea de deterioro o 
descuido, y los segundos en la ineficiencia estatal para administrarlos. 
50 En términos de Hardin (1968, pp. 1243-1248): "La libertad de los recursos comunes resul-
ta la ruina para todos". Además continúa de la siguiente manera: "los recursos comunes, 
si acaso justificables, son justificables solamente bajo condiciones de baja densidad pobla-
cional"; para concluir: "el aspecto más importante de la necesidad que debemos ahora 
reconocer es la necesidad de abandonar los recursos comunes, en la reproducción." 
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implica per se, que los primeros sean administrados con ineficiencia 
o que los segundos conlleven un inminente descuido o deterioro51• 
La administración o gestión de los bienes comunes (res commu-
nís), nunca ha significado el desorden o ausencia de restricción en el 
acceso por parte de los beneficiarios. El artículo de Hardin, trata de 
resolver este inconveniente acudiendo a una visión ecocentrada y 
generalizante, en la que sólo es posible adoptar: 1) la exclusión de 
competidores individuales por la privatización; o 2) la aplicación 
de normas coercitiva provenientes del proceso de estatalización. 
Esta teoría parte de los supuestos liberales del estado hobbesiano 
de naturaleza, que generaliza el egoísmo individualista, para des-
conocer y menospreciar las formas de regulación premodernas y 
multiculturales. Según estas premisas, las regulaciones comuni-
tarias siempre fallan, y deben ser sustituidas por la salida tecno-
crática y científica de la élite intelectual. Una reformulación de las 
prácticas sociales a partir de una ética intercultural, es decir, de una 
intermediación de la cultura sobre las relaciones entre la sociedad y 
la naturaleza, es más cercana a la salida compleja, en comparación 
con una concepción de optimismo tecnológico y racionalidad eco-
nómica de mercado52• 
El enfoque neoinstitucional entre muchos otros, ha desmentido 
la tragedia de los comunes por el reconocimiento de experiencias 
igualmente exitosas en la administración de los bienes colectivos, 
mediante la autoorganización y autogestión de la acción colectiva 
concretada en acuerdos cooperativos de actores que se supervisan 
mutuamente (Ostrom, 2000, pp. 25-64). Que sean asignados dere-
51 He preferido referirme en términos de "bienes" y no de "recursos" al igual que el pro-
fesor Mesa (2007), para evitar inducir implícitamente los conceptos de "explotación" o 
"materia prima". Además, considero importante diferenciar entre bienes de uso común y 
bienes de propiedad común. Ambos se caracterizan por su condición de inalienables, con-
tribuyendo a la satisfacción del sistema de necesidades básicas fundamentales. La distin-
ción recae principalmente sobre el uso y aprovechamiento que se traduce en la gestión y 
los límites de acceso por parte del Estado o la comunidad. 
52 El optimismo tecnológico y los temo-entusiasmos aparecen como la solución a los pro-
blemas ambientales, junto a la racionalidad económica que identifica una agregación de 
preferencias de agentes racionales individuales de mercado, con el interés social óptimo 
de las decisiones políticas. Pero aún así, aunque el agente económico sea racional en sus 
decisiones -puesto que un consumidor en el mercado podría guiarse por cuestiones irra-
cionales, o carecer de información completa para elegir correctamente o tratar de prever 
riesgos-, ¿qué criterios permitirían concluir que una estrategia individualmente racio-
nal, no pueda conducir a resultados socialmente irracionales como lo señala Ostrom? 
(2000, p. 30). 
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chos de propiedad privada no significa que preexista una garantía 
de eficiencia administrativa en el manejo y conservación de los bie-
nes ambientales, y mucho menos quedan resueltos aquellos dile-
mas éticos de justicia distributiva y acceso a la provisión de bienes 
(acceso exclusivo destinado a un potencial consumidor). De otra 
parte, las decisiones del Estado no se compararían con las disposi-
ciones comunitarias que mantienen mayor conocimiento tradicio-
nal en relación al entorno biofísico a nivel local, y quienes pueden 
medir la capacidad del entorno social y natural. Por tanto, concluimos 
que sólo mediante el reconocimiento y defensa de derechos y bie-
nes colectivos, es posible abrir paso a la potenciación de los satis-
factores de necesidades básicas fundamentales, como salida a un 
sinnúmero de problemas ambientales actuales encaminándonos a 
la realización del "bien común" global. 
Teorización de los derechos en función de grupo 
Después del intenso debate sobre la existencia de derechos co-
lectivos hacia finales de la década de los ochenta, se produce un 
gran avance en el campo teórico respecto al reconocimiento de 
los derechos de los grupos étnicos. Dicho auge corresponde a las 
discusiones realizadas en el entorno multicultural de los Estados fran-
cófonos y de asentamientos indígenas de Canadá; que más tarde 
será introducido al contexto de las minorías nacionales en Europa 
y América Latina. Desde entonces, la designación conceptual de 
derechos en función de grupo53, ha sido adoptada como eje central del 
análisis para diferenciarlos del campo teórico general de los dere-
chos colectivos54• Retomando la evolución de las posturas políticas 
y filosóficas que marcaron tendencias sobre el alcance y contenido 
de este prontuario de nuevas reivindicaciones, identificamos tres 
enfoques principales por sus postulados asertivos: 
1. La existencia de "derechos colectivos" con primacía de los 
derechos individuales denominada tesis liberal de los derechos 
colectivos55 (Habermas, 1999, p. 258); 
53 En la discusión teórica sobre los derechos colectivos de grupos étnicos y minorías nacio-
nales, se ha preferido acudir al término "derechos de grupo" o "derechos en función de 
grupo" o "derechos diferenciados en función de grupo"; principalmente en los trabajos 
de Kymlicka (1996, 1999). 
54 Los derechos en función de grupo son un tipo o especie de derechos colectivos por sub-
ordinación. 
55 Aunque desde esta postura se reconocen los derechos colectivos, su contenido se con-
funde con "los derechos en función de grupo". Esta asimilación o equivalencia entre 
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2. El reconocimiento de derechos colectivos en función de gru-
po a veces ejercidos por los individuos, con neutralidad del 
Estado frente a conflictos con los derechos individuales 
por sus restricciones internas o protecciones externas, de-
nominada tesis liberal-comunitarista 56 (Kymlicka, 1996, pp. 
57-76); y 
3. El reconocimiento y defensa de los derechos colectivos en 
función de grupo a través de la intervención de un Estado 
activo, mediante la aceptación de las diferencias de grupo so-
bre el resto de la sociedad como parte del proceso de reco-
nocimiento57, diferencia e identidad propia, conocida como 
tesis comunitaria o comunitarista58 (Taylor, 1993, pp. 59-69) 
Aceptando la relevancia que cada una de estas teorías ha des-
empeñado a lo largo de la historia, nuestra pretensión de reconoci-
miento iusfundamental de los derechos colectivos implica ubicamos 
dentro las posturas comunitaristas, que tienden conexiones o puen-
tes entre distintos tipos de derechos dirigidos a la coexistencia de di-
ferentes culturas, pueblos y naciones. En ausencia de esta toma de 
posición, los procesos de identidad y pertenencia de grupo podrían 
desaparecer irremediablemente. En el presente trabajo adopta-
mos adicionalmente las definiciones sobre las distintas clases de 
subgrupos de derechos que se vienen trabajando desde la tesis libe-
ral-comunitarista, con intensión de detenemos a explicar las dinámicas 
específicas de los derechos colectivos en los distintos ámbitos polí-
ticos, jurídicos y sociales. Rescatamos la clasificación de los derechos 
en función de grupo que han sido agrupados en tres categorías prin-
cipales según Kymlicka (1996, p. 61): 
l. Derechos especiales de representación, mediante los cuales se 
reafirma la posición del grupo en las decisiones que afee-
ambos tipos de derechos se debe a la forma como es tratado el tema por algunos autores, 
principalmente en la filosofía alemana. 
56 Aunque el autor niegue su preocupación por la primacía de los dos tipos de derechos y 
afirme que el centro del debate debe girar alrededor de la justicia impartida por los gru-
pos, la posición de Kymlicka ha sido catalogada en general como intermedia respecto al 
debate liberal-comunitarista. 
57 La política de reconocimiento, parte de la idea sobre comprensión de las diferencias del 
"otro" colectivo para la construcción de identidad del "yo" social e individual. 
58 Algunos autores se refieren a este tipo de teorías en defensa de las colectividades como 
"corporativistas"; sin embargo se acude al término "comunitarista" por ser de mayor 
aceptación en las discusiones teóricas, en especial por su conexión con el concepto de 
bien común. 
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tan a toda la sociedad, como el caso de las circunscripciones 
electorales especiales; 
2. Derechos de autogobierno, bajo los cuales se instituyen protec-
ciones generales a nivel cultural y autodeterminación; por 
ejemplo la organización de cabildos, juntas, consejos; así 
como el régimen legal y jurisdicción interna que definen las 
decisiones dentro de las colectividades; y 
3. Derechos poliétnicos, que protegen prácticas culturales y re-
ligiosas específicas, contenidas en dispositivos legales del 
derecho interno como protección externa; y prácticas tradi-
cionales rituales a manera de restricciones internas. 
La influencia generada por estas teorías junto a las acciones po-
líticas de los grupos, crearon un gran efecto en la creación de instru-
mentos jurídicos internacionales. En primer lugar la adopción del 
Convenio 169 de 1989, de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) sobre "Pueblos Indígenas y Tribales" (OIT, 1989), que pese a 
tratarse de una norma internacional relativa a la materialización de 
las luchas sindicales, reconoce el estatus de persona jurídica de estas co-
lectividades (Barrero, 2003, p. 78); y en segundo lugar la Declaración 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en el año 2007 (ONU, 2007), que no 
obstante mantener críticas por su indeterminación sobre los concep-
tos "indígena" y "tribal" en razón a conflictos y luchas de liberación 
al interior de los países59, se constituye en un importante punto de 
partida luego de veinte años de arduas negociaciones. 
En efecto, podemos concluir que las normas de derecho inter-
nacional además de reafirmar la existencia de estos derechos, otor-
gan un nuevo significado en relación a los pueblos y comunidades 
(Barrero, 2003, p. 23), como sujetos de derecho en función de grupo. 
Es decir, que jurídicamente es imposible sostener la ausencia de de-
rechos de colectividades y, mucho menos, dejar de lado la aprecia-
"' Así por ejemplo, Argentina apartándose del bloque suramericano decidió votar en con-
tra por considerar que su aprobación se prestaba para que los habitantes anglosajones 
reivindicaran su papel de autogobiemo y autodeterminación sobre las islas Malvinas. 
Colombia decidió por otra parte abstenerse de las votaciones debido a que estos dere-
chos empiezan a ser discutidos por oposición coyuntural al modelo político del país, en 
especial por la restricción a la soberanía territorial que implicarla la consolidación del 
proceso de consulta previa, como mecanismo en defensa de los intereses de los pueblos 
indígenas frente al Estado. 
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ción de sus titulares como "entes colectivos"60 (Sánchez, 2004, pp. 
78-80). Lo anterior porque algunos sectores políticos han tratado de 
revivir una vez más el tema de la obligatoriedad de los derechos de 
tercera generación, sucintando nuevas controversias por la aplica-
ción de la teoría no vinculante de las declaraciones de la ONU61 • Para 
rebatir tal idea, persisten razones de fondo que reiteran el grado 
vinculante por adhesión al ius cogens internacional, en consonancia 
con los criterios argumentativos presentados desde el Foro Penna-
nente sobre las Cuestiones Indígenas de Naciones Unidas (FPCINU): 
l. Políticamente, se trata de un instrumento que cuenta con la 
participación directa de los pueblos titulares de los dere-
chos, lo cual define un cambio en los procedimientos apro-
batorios de los instrumentos jurídicos internacionales. 
2. Desde el punto de vista jurídico, la declaración misma se re-
fiere en términos de eficacia con el fin de alcanzar su "plena 
aplicación", lo cual se traduce en la consecución de metas y 
objetivos planteados a través de la práctica de los Estados 
miembros y organismos locales de Naciones Unidas. 
3. Una perspectiva de contexto, afirma el cambio de aplicación 
de las declaraciones internacionales mediante la creación de 
instancias y mecanismos que aseguren los compromisos ad-
quiridos por los países al interior de Naciones Unidas. Den-
tro de este razonamiento cabe citar la creación del Consejo 
de Derechos Humanos que tiene competencia dentro de la 
reforma orgánica para evaluar la actuación y cumplimiento 
de los Estados sobre las declaraciones, así como ejercer pres-
sing en materia de ratificación interna de convenciones en el 
marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH). (Clavero, 2007). 
4. Además, es indispensable recordar el avance establecido 
por la jurisprudencia supranacional interamericana respec-
to al caso Saramaka vs. Surinamé2, en el cual la Corte incor-
60 Sujetos de derecho como agentes colectivos y no como agregación de personas indivi-
duales. 
61 Fue tal el grado de expectativa de algunos países afectados, que en el caso de Bolivia se 
optó por aplicar la ratificación interna del tratado. 
62 Mediante Sentencia del 28 de noviembre de 2007, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, condenó al Estado de Surinam como responsable de la violación de los artícu-
los 1.1, 2, 3, 21, 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que reconoce Jos 
derechos de propiedad colectiva, personalidad jurídica y garantías judiciales del Pueblo 
Indígena Saramaka por falta de acciones jurídicas de garantizar Jos derechos, así como 
la falta de actuación frente a la construcción de obras de ingeniería y concesiones de 
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pora criterios de interpretación sobre la propiedad colectiva 
contenidos en la Declaración de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, de Naciones Unidas. Por tanto, existen prece-
dentes para considerar esta última como parte integral del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, previnien-
do una posible salvaguardia, incompatibilidad o reserva 
por parte de los Estados por la aplicación de normatividad 
de la OEA63• 
Fundamentación de los derechos ambientales 
De la misma forma en que los conceptos se encuentran atados a 
las relaciones de poder desde las distintas formas de conocimiento 
(Nietzsche, 2001, pp. 110-111; Foucault, 1978, pp. 13-33), "detrás de 
la definición de ambiente existe una ideología" (Carrizosa, 2000, 
p. 17). Por tanto, es indispensable aclarar las nociones ontológicas del 
concepto "ambiente", en la medida en que se tornan imprescindibles 
para la precisión de las bases epistémicas que determinan el alcan-
ce de los derechos ambientales frente a la crisis ambiental "moder-
na" (Leff, 1998, p.139). Entendemos por ambiente desde la postura 
del ambientalismo político64, una interacción dinámica de varios ele-
aprovechamiento de los bienes forestales y mineros a terceros en sus territorios; incorpo-
rando en la parte motiva el artículo 32 de la Declaración de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de Naciones Unidas, relativo a los derechos de los pueblos indígenas y a las 
obligaciones de los Estados. 
63 Ante una eventual reserva de aplicación de los Estados, por la incompatibilidad con 
disposiciones que sean adoptadas en la Declaración Americana sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas. 
64 Muchos consideran que el ambientalismo surge como un término esencialmente político, 
pero desde la evolución de los primeros enfoques ecologistas se encontraban las visio-
nes "preservacionistas" (romanticismo, ecologismo profundo) que se mantenían reacias a 
la incorporación de aspectos sociales y políticos en la conformación del concepto de 
ambiente (Mesa, 2007, pp.398-400). En muchos casos se asociaron los términos ecolo-
gismo y ambientalismo sin limitación clara de fronteras conceptuales, en parte porque 
el concepto de "lo ambiental" vino a teorizarse a comienzos de los setenta. Muchos de 
los enfoques ecologistas fueron marcados ampliamente por la visión biocéntrica de pro-
tección de los ecosistemas y exclusión de aspectos sociales (Carrizosa, 2000, p. 19). De 
allí que se promoviera la preservación de áreas prístinas libres de la influencia humana. 
Uno de los ejemplos que se pueden citar es la adopción de zonas estatales de reserva pai-
sajística, como Yosemite y Yellowstone National Park, por ecologistas pertenecientes a las 
élites estadounidenses como el abogado y escritor Comelius Hedges y el político John 
Conness. También puede citarse el esfuerzo de Aldo Leopold, en 1924, para promover 
el Gila National Forest como la primera área de vida salvaje protegida por el gobierno 
federal de los Estados Unidos. La incorporación de análisis políticos y económicos pro-
viene por tradición de la ecología política. Aquí el término "ambiente" es desplazado por 
el de "ecología", a través de la ampliación que se hace de este último. Así por ejemplo, 
Guattari (1989, p. 30), establece tres ecologías: una natural (ambiental), una social y una 
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mentas: bióticos, abióticos y antrópicos en relación a la interdepen-
dencia que guarda respecto de la cultura (Angel, 1996, pp. 94-95, 
2002 pp. 324-339; Mesa, 2007, pp. 130-149; Rodas, 1996, p. 48). Di-
cha noción nos transpone más allá de las definiciones adoptadas 
desde la ecología, para comprender las relaciones desde una visión 
integral, global, sistémica, compleja y multicultural65• Aquí tratamos de 
equilibrar las posiciones antagónicas antropocéntrica y biocéntrica, 
reconociendo que los seres humanos estamos compuestos en parte 
de naturaleza y en parte de cultura; dependiendo en gran medida de 
las interacciones establecidas con nuestro entorno. 
Es necesario superar la dicotomía preexistente en la esctsiOn 
clásica liberal del entorno como "medio u objeto", para elevarlo 
como parte integral de la existencia humana a manera de bien y su-
jeto jurídico protegido (Rodas, 1996, pp. 46-79). En este sentido se 
preferirá la utilización del término 11 ambiente" y no de 11 medio am-
biente" que además de ser redundante, cosifica las interacciones de 
sus elementos en una relación sujeto-objeto de mera explotación. 
De otro lado, hablar de "lo ambiental" implica también realizar 
una adecuación jurídica del término para promover la inclusión de 
mental. Las aproximaciones más recientes sobre la ecología política, parten de los trabajos 
de Joan Martinez-Alier (2002, p. 54), quien la define como "el estudio de los conflictos 
ecológicos distributivos", y que retoma luego Arturo Escobar (2005, p. 31), en su crítica 
postcolonial de globalidad y diferencia. El profesor Palacio (2006, p. 11), afirma ade-
más que la ecología política "estudia las relaciones de poder en tomo de la naturaleza o, si 
se quiere, en tomo de los ecosistemas o el paisaje"; siendo "un campo inter y transdis-
ciplinario, que reflexiona y discute las relaciones de poder en tomo a la naturaleza, en 
términos de su fabricación social, apropiación, y control". De otra parte Alimonda (2006, 
p. 51, 2008, p. 14), redefine las nociones vigentes de ecología política como el "estudio 
de la articulación compleja y contradictoria entre múltiples prácticas y representaciones 
(incluyendo diferentes sistemas de conocimiento y dispositivos topológicos), a través de la 
cual diferentes actores políticos, actuantes en distintas escalas (local, regional, nacional, 
internacional), se hacen presentes, con efectos pertinentes y con diferentes grados de 
legitimidad, colaboración y/ o conflicto, en la constitución de un territorio y en la ges-
tión de su dotación de recursos naturales". En consecuencia, el ambientalismo político se 
nutre de estas vertientes críticas, pero se aparta en dos temas principales: 1) el concepto 
de ecología que no logra incorporar todos los elementos ambientales, o en palabras de 
Leff (2006, p. 5), "[el] ambiente no es la ecología, sino la complejidad del mundo"; y 2) 
aunque las relaciones de poder son el eje central del análisis político, no deben coartar la 
relevancia de otros elementos como la cultura (Escobar, 2005, p. 128), que no se explica 
como la simple emergencia de las dinámicas de poderes. En este sentido, la cultura tam-
bién es modeladora de los poderes políticos. Entonces, el ambientalismo político centra 
su estudio en la interacción sociedad-ambiente y no sólo en la relación sociedad-naturaleza. 
65 Nos valemos de varias perspectivas que se han venido sumando en la reconstrucción del 
concepto de ambiente: la visión sistémica, el pensamiento complejo (teoría o paradigma 
de la complejidad), y el multiculturalísmo. 
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distintos tipos de elementos que componen el concepto. En conse-
cuencia, si realizamos una retroalimentación (feedback) desde el pun-
to de vista constitucional; el alcance del inciso segundo del artículo 
79 de la Constitución Política (Rodas, 1996, pp. 48-50), extendería 
la protección a las diversidades tanto naturales como culturales; 
encontrando una conexión directa con principios fundamentales 
constitucionales. 
Ahora, los derechos ambientales siguen estrechamente la no-
ción de "ambiente", definiéndose como aquellos derechos que "se co-
rresponden con la necesidad de acceder, usar, producir, conservar, 
proteger e intercambiar adecuadamente los bienes naturales y 
ambientales en beneficio de todos los humanos y no-humanos ac-
tuales y futuros" (Mesa, 2007, p. 62). Retomando las discusiones 
planteadas sobre la clasificación de los derechos ambientales, acla-
raremos su confluencia individual y colectiva desde el enfoque de 
integralidad. La primera consideración que entraremos a discutir 
es la definición de los sujetos jurídicos ambientales, a partir de una 
crítica sobre su reduccionismo a una sola categoría. Veámoslo en el 
siguiente análisis. Desde el punto de vista conceptual, el individuo 
es tenido como sujeto de derecho, pero no el único66• La noción de 
persona, está residida en la titularidad de derechos que concede un 
ordenamiento jurídico determinado. Así por ejemplo, en nuestro 
contexto se puede hablar de tres clases de sujetos: personas natura-
les, jurídicas y colectivas67• La titularidad del derecho al ambiente 
sano corresponde a todas ellas, lo cual las hace no sólo susceptibles 
de derechos sino también de obligaciones. El artículo 79 de la Cons-
titución Política se expresa de manera extensiva, al derecho de "todas 
las personas a gozar de un ambiente sano". En materia de respon-
sabilidad ambiental se traduce en que todos son ambientalmente 
responsables, aunque de manera diferenciada (Stone, 2004). Este cri-
terio exige saber quiénes y en qué medida son los que han influido 
en el uso y contaminación de los bienes ambientales. 
66 Como afirma el profesor Arango (2005, p. 70), la relación entre derechos subjetivos y 
derechos individuales, no es de identidad sino de subordinación. No es lo IIÚimo equi-
parar al sujeto con el individuo, simplemente porque el primero es un concepto más 
amplio que no se reduce a esta única categoría. 
67 Las personas naturales son todos aquellos individuos humanos que hayan vivido por lo 
menos un instante fuera del vientre materno; las personas jurídicas son las sociedades, 
asociaciones, cooperativas, sindicatos y organizaciones legalmente constituidas; y las per-
sonas colectivas son los grupos étnicos, minorías nacionales y grupos reconocidos social-
mente. 
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La característica abierta, amplia, y extensiva del ambientalis-
mo político para adoptar nuevas perspectivas de participación 
democrática que abren paso a la generación de nuevas fórmulas, 
mecanismos e instrumentos; insta a una corrección no sólo de la 
titularidad, sino coetáneamente de capacidad jurídica como es 
entendida tradicionalmente. Sobre este punto, adicionamos una 
cuarta clase especial de personas68, que pese a no asumir respon-
sabilidades subjetivas o sincrónicas, son consideradas verdaderos 
titulares de derechos ambientales. Se trata de los seres no-humanos 
y de las generaciones humanas futuras. En cuanto a los primeros, 
se trata de componentes ambientales que entran a ser protegidos no 
sólo como bienes sino a manera de sujeto de derecho. Aquí ya no es 
favorable distinguir las capacidades de goce y ejercicio como pre-
rrequisito de titularidad de los derechos, simplemente porque se 
trata de una situación especial que exige la mediación de los seres 
humanos actuales. Por ejemplo, cuando se habla de derechos de los ani-
males, lo que se está diciendo es que a pesar de encontrarse en inca-
pacidad subjetiva de asumir las obligaciones ambientales requeridas 
para otros sujetos jurídicos, obtienen protección como bien y suje-
to jurídico protegido; por lo que el ejercicio de los derechos estará 
mediado. necesariamente por las interpretaciones humanas desde 
una escala ética de valores y principios que dé cuenta del sistema 
de necesidades fundamentales. Del mismo modo se encuentra la 
titularidad y capacidad de los derechos de las generaciones huma-
nas futuras, quienes no obstante de mantener incapacidad temporal 
sincrónica para asumir obligaciones, adquieren derechos estableci-
dos por las generaciones presentes, bajo la condición de retribuir 
su compromiso ético y jurídico mediante una responsabilidad am-
biental diacrónica respecto al futuro. 
Abordaremos un segundo aspecto que se remite a la defensa 
de los derechos ambientales como respuesta a las preocupaciones 
sobre la crisis civilizatoria. Destacamos el papel que debe tomar 
el derecho en tanto forma de conocimiento, de contribución a una 
propuesta alternativa plexudisciplinar"9, que se extienda hacia el diá-
68 Este término "clase especial de personas", debe ser entendido como un "sujeto de dere-
chos" que rompe la simetría occidental con el "sujeto de deberes" (Santos, 2009, p. 467). 
Es decir que, tratándose de una "persona incompleta" en el sentido jurídico tradicional, 
se hace escuchar (per-sonare) a través de las interpretaciones humanas actuales. 
69 Ante los problemas complejos, los análisis e investigaciones suelen recurrir a enfoques 
inter-trans-y-multi- disciplinares. Pero todos pueden resultar problemáticos, en primera 
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logo de culturas. Esto equivale a descubrir el alto grado de comple-
jidad que caracteriza la crisis. Desde el punto de vista teleológico 
se trata de encontrar las razones a fin de comprender, afrontar y 
tratar de resolver la problemática ambiental global. Una propuesta 
diferente permitiría encontrar conexiones entre la sustentabilidad 
o sostenibilidad ambiental y el desarrollo alternativo. Lo que sí 
debe ser sustituido es aquella perspectiva de desarrollo basado en 
un crecimiento económico que desconoce los límites biofísicos de 
nuestro planeta, de recuperación de los ecosistemas y su capacidad 
de soportar la extracción de materia, la producción de bienes y el 
consumo de energía70• 
A nivel sistémico queremos precisar el papel de los enunciados 
normativos para emprender esta tarea en la defensa del ambiente. 
Debemos partir de la siguiente afirmación: las reglas ambientales 
por sí solas no pueden contrarrestar los efectos aunque de ellas se 
desprenda cierto efecto paliativo. Por ejemplo, en la aplicación de un 
enunciado normativo de protección a ecosistemas estratégicos en el 
caso de implementación de un megaproyecto. El campo de acción 
de los derechos puede resultar bastante restringido ante argumen-
taciones políticas si no quedan enmarcados dentro de un conjunto 
de normas adecuadas de interpretación que establezca la prima-
cía de estos ecosistemas. Para resolver este problema en cuestión, 
es imprescindible aplicar el sistema de principios ambientales, que 
hemos definido a manera de criterios políticos de fines mayores 
siendo mandatos de optimización por oposición a las reglas, las 
cuales identificamos como mandatos definitivos (Alexy, 1992, pp. 
159-177). Las reglas se cumplen o no, mientras que los principios 
medida porque tienden a desatender análisis específicos de disciplinas que por dis-
tintos motivos pueden quedar marginadas; y en segunda medida porque un análisis 
detallado incluye una revisión inacabada desde las ciencias, las humanidades y el arte. 
En consecuencia, he propuesto una visión plexudisciplinar suplementaria desde la teoría de 
la complejidad, que consiste en una trama o red de conocimiento que se va haciendo, des-
haciendo y rehaciendo; a medida que otros análisis inter-trans-y-multi-disciplinares van 
encontrando nuevos elementos. 
70 Uno de los argumentos que no entraremos a discutir, pero que es importante citar, es la visión 
crematística de la economía descrita por Aristóteles (2000, p. 49) -contrapuesta a la no-
ción de oikonomía- que pone énfasis en los "valores abstractos de cambio" a diferencia 
de los "valores concretos de uso". A partir de esta lógica se presenta un alto grado de 
sustituibilidad entre capital natural y capital artificial; que pone a competir en desventaja 
el crecimiento de la renta de capital (interés) con la recuperación de los ecosistemas. El efecto 
que se produce, es el crecimiento de la economía que no reconoce el hecho de que vivi-
mos en un mundo con limites fisicos regido por la ley de la entropía. 
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legales, constitucionales e internacionales sirven de guía para la 
protección de los derechos a través de las reglas, frente a las actua-
ciones del gobierno, la potestad legislativa y la aplicación, interpre-
tación y decisión en materia ambiental (Mesa, 2007). 
Definición de los derechos colectivos fundamentales 
La consolidación a nivel iusfundamental de nuevos derechos se gana 
a partir de argumentación y/ o hermenéutica justificando su alto 
grado de importancia, ya sean explícitos o se adecúen por vía de 
interpretación71• Como primera medida intentaremos realizar una 
aproximación al concepto para luego referimos con profundidad 
a las razones de defensa de los derechos colectivos que se toman 
relevantes dentro de un sistema jurídico-político. 
Los derechos colectivos fundamentales72, son todos aquellos de-
rechos subjetivos en titularidad de "grupos" o "colectividades"73 
(Arango, 2005, p. 72), que revisten un interés común con alto gra-
do de importancia al interior de un ordenamiento jurídico deter-
minado74. Los "derechos subjetivos"75, a su vez son definidos desde 
la teoría jurídica como la facultad o capacidad que tiene un sujeto 
71 Cuando se manifiestan explícitos es porque están reconocidos como tal por las Constitu-
ciones Políticas, pero su consecución también puede realizarse mediante reconocimiento 
jurisprudencial por vía de interpretación. 
72 También suelen ser denominados" derechos fundamentales colectivos", que no obstante 
referirse indistintamente al mismo concepto, en el presente trabajo se denominarán " de-
rechos colectivos fundamentales", en especial por la connotación de la esencia y titulari-
dad de los derechos. Aunque desde la teoría de los derechos sociales fundamentales se 
tiende a desconocer la titularidad de sujetos colectivos, tomamos prestada la fundamenta-
ción iusfilosófica puesto que desde nuestro criterio se trata de derechos complementarios 
no excluyentes con puntos de encuentro respecto a la defensa de intereses colectivos. 
73 Los sujetos de derecho no son únicamente Jos individuos, en este caso se trata de una 
concepción extensiva y no restrictiva sobre la titularidad de Jos derechos colectivos. 
74 En cuanto a la titularidad de los derechos colectivos fundamentales como Jo afirma el 
profesor Marés (1996, pp. 17-20), Jos derechos colectivos representan una nueva concep-
ción de Jos derechos que ya no se pueden predicar a favor del Estado o de los individuos, 
"sino de colectividades parciales o globales" . Una característica es la titularidad difusa 
o compuesta del derecho en donde todos están en capacidad de demandar pero sin con-
trariarlo, "porque sería violar el derecho de todos los demás". 
75 De acuerdo con los profesores Arango (2005, p. 74) y Alexy (1997, p. 178), los derechos 
subjetivos reúnen tres características principales: 1) la existencia de una norma jurídica 
de la cual se derivan, 2) una obligación jurídica derivada de la norma, 3) "posición jurí-
dica" entendida como el poder jurídico para la consecución de intereses propios reconocidos 
al sujeto. Para el autor, Jos derechos colectivos pueden ser adscritos a Jos derechos sub-
jetivos de manera limitada. 
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para hacer valer sus propios derechos, limitar derechos de otros, o 
exigir algo conforme a la preexistencia de una norma jurídica (Bo-
bbio, 1991, p. 89; Ferrajoli, 2001, p. 19; Alexy, 1997, p. 178). Estos se 
dividen en derechos de prestación, mediante los cuales se demanda 
una acción positiva, y derechos de no intervención o de "defensa", que 
exigen restricciones de actuación frente a la libertad del individuo 
o de las colectividades (Arango, 2005, pp. 37-42)?6• La tradición teó-
rica de los derechos fundamentales, hace énfasis en que las garantías 
constitucionales son obligación principal del Estado. Desde nuestra 
óptica, los deberes colectivos fundamentales deben ser asumidos de 
manera conjunta por cada una de las categorías de sujetos jurídicos 
en confluencia con el Estado, siempre que se aplique el criterio de 
responsabilidad diferenciada77• 
Aquí es necesario detenemos a explicar la dinámica de los de-
rechos colectivos fundamentales por su adscripción a la teoría de 
los derechos subjetivos. Comenzaremos por el análisis referente a los 
derechos en función de grupo. Estos conllevan diferencias en cuan-
to a la categorización que hemos precisado en títulos anteriores. 
Por ejemplo, los derechos de representación especial se caracterizan 
por ser derechos que demandan una acción positiva del Estado en 
el reconocimiento de circunscripciones especiales y de participa-
ción política en las sociedades nacionales. De otro lado, los derechos 
de autogobierno se definen entre las reservas de no interferencia en 
asuntos internos de los grupos étnicos, y la adecuada prestación de 
recursos para el aseguramiento de las funciones de los órganos en 
su relación con el sistema externo. En lo que respecta a los derechos 
poliétnicos, estos demandan el respeto, tolerancia y no intervención 
en asuntos relacionados con las prácticas culturales o religiosas es-
pecíficas, tanto del Estado como de los demás sujetos de derecho, pero 
consecuentemente afirman una protección estatal de prácticas cul-
turales específicas. Esta es una medida tomada a fin de efectuar la 
comprensión del" otro", en el proceso de reconocimiento igualita-
76 Las características de los derechos sociales fundamentales son las siguientes: a) norma jurídi-
ca, es decir, que se encuentre en un enunciado normativo; b) obligación jurídica, que debe 
desprenderse del derecho y hacerse exigible a un sujeto pasivo; e) posición jurídica, en 
otras palabras, que se pueda hacer exigible por los sujetos que defienden sus intereses; 
d) grado de importancia, que debe ser alto; e) carácter general positivo reconocido a la 
totalidad de personas. 
77 En nuestra Constitución Política este argumento ha tenido asidero en la consagración de 
deberes y obligaciones fundamentales (artículo 95). Resaltamos los principios de solida-
ridad, de promoción de los derechos humanos y garantía del ambiente sano. 
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rio colectivo e individual que se vería afectado por la inactividad 
del Estado en la prestación de garantías (Kymlicka, 1996, p. 243). 
Enfocándonos en el tema de los derechos ambientales fundamen-
tales, consideramos que estos llevan implícita siempre una acción 
positiva78 (Abramovich y Courtis, 2002, pp. 24-25). Nuestro argu-
mento tiene la finalidad de contrarrestar la acción pasiva de los 
actores involucrados en la garantía de los derechos ambientales. 
Por ejemplo, la acción de "no contaminar" forma parte de los de-
beres de no intervención o defensa por parte de agentes individuales, 
jurídicos, colectivos y estatales; pero de manera idéntica nos halla-
mos ante una obligación correlativa de derechos de protección de los 
titulares por parte del Estado ante la actuación de terceros; tam-
bién de las garantía de los mecanismos de participación ciudadana 
denominados derechos de procedimiento (en nuestro caso lo reglado 
para los mecanismos de tutela, acciones populares y de grupo, etc.) 
y frente a la demanda de un derecho de prestación fáctica para el me-
joramiento del ambiente en lo atinente al acceso de bienes y servi-
cios ambientales (Alexy, 1997, p. 427-429) 79• Entonces, no basta con 
garantizar la ausencia o límite óptimo de emisiones contaminantes a 
una escala determinada; sino que es necesario reclamar las acciones 
positivas.del Estado sobre prestaciones normativas que conforman 
un derecho fundamental sistémico80• 
Ahora nos adentraremos en la defensa de los derechos colecti-
vos desde los distintos ámbitos de discusión argumentativa. Co-
menzaremos por evaluar el punto de apreciación jurisprudencia! 
desde donde se han establecido los requisitos esenciales y caracte-
rísticas que pueden predicarse sobre estos derechos. Así por ejem-
plo, a nivel interno, la Corte Constitucional en la Sentencia T -406 
78 Adaptamos la teoría desarrollada por estos autores en relación a la cita de Contreras 
(1994, p. 21), sobre la defensa de los derechos sociales fundamentales; en el sentido que: 
"no existen, en resumen, obligaciones 'negativas' puras; (o, mejor dicho, derechos que 
comporten exclusivamente obligaciones negativas), pero sí parece posible afirmar una 
diferencia de grado en lo que se refiere a la relevancia que las prestaciones tienen para uno 
y otro tipo de derechos" . 
79 Es interesante ver a nivel jurisprudencialla manera como se materializa esta interpretación 
bajo el concepto "derecho-deber'' adoptado por la Corte Constitucional colombiana respecto 
al Estado y a la "comunidad en general" (Sentencias T-046 de 1999; C-431 de 2000). 
ao Alexy lo determina en esta cita a manera de "derecho fundamental como un todo", que 
nosotros identificamos con la visión sistémica de inseparabilidad de deberes y obligacio-
nes implícitas en los derechos ambientales. 
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le 199281, ha definido los criterios de aplicación e interpretación 
eferidos al reconocimiento de los derechos fundamentales; teoría 
[Ue ha trascendido las limitantes de los derechos individuales taxa-
ivos del Estado liberal clásico. Dentro de los requisitos esenciales de 
::>s derechos fundamentales definidos por alto Tribunal Constitu-
ional, aparecen los siguientes: 
l. Conexión directa con los principios: se trata de la vinculación 
directa de los derechos fundamentales con los principios 
constitucionales. Como lo hemos visto en sendos casos, tanto 
derechos ambientales como derechos en función de grupo, se 
relacionan con los principios fundamentales contenidos en 
los artículos 'JO y so de la Carta Política colombiana. 
2. Eficacia directa: se define como la aplicación directa del tex-
to Constitucional, sin necesidad de una intermediación 
normativa. Igualmente, se suple este requisito para los dos 
tipos de derechos en disposiciones normativas constitucio-
nales como los artículos '?, S0 , 171, 329, 330 concernientes 
a los derechos de grupos étnicos; y los artículos 7°, so, 79 
relativos a los derechos ambientales. En adición a esta dis-
posición, es necesario invocar el bloque de constitucionalidad 
del artículo 93 que establece la primacía de tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos ratificados inter-
namente como parte del texto constitucional. 
3. Contenido esencial: parte del reconocimiento del núcleo 
esencial de los derechos no sujetos a determinación por co-
yunturas o ideas políticas. Los derechos que se vinculan y 
protegen a nivel fundamental, no sólo tienen una prevalen-
cia en el ordenamiento jurídico; sino que de acuerdo a la 
importancia descrita por los valores y principios; no pueden 
estar sujetos a condición o desconocimiento por decisiones o 
interpretaciones políticas ya que se perdería la esencia mis-
ma del derecho. El contenido esencial además implica que las 
decisiones políticas deben promover en lugar de restringir su 
aplicación. En materia de derechos colectivos y ambienta-
les, esta exigencia ha sido solventada por la jurisprudencia 
constitucional al otorgar en ambos casos el alto grado de 
importancia a través del contenido esencial82• 
Sentencia T-406 de 1992 Corte Constitucional. M. P. Ciro Angarita Barón. 
Retomaremos más adelante los casos jurisprudenciales en donde se reconocen como 
fundamentales los derechos a un ambiente sano y algunos derechos de grupos étnicos. 
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A continuación, abordaremos una discusión final proveniente 
de la distinción dogmática liberal entre derechos y metas, en la que 
se afirma que los derechos colectivos y ambientales mantienen una 
finalidad política abstracta no individualizada, que se enmarca en 
las pretensiones de derechos colectivos; haciéndolos poco suscepti-
bles de materializar en la realidad. Así por ejemplo, Dworkin (1997, 
pp. 158-162), identifica los derechos abstractos con metas políticas, en 
la medida en que allí no se definen criterios para compararlos con 
otros tipos de derechos o políticas. En contraposición, los derechos 
concretos sí establecen un claro alcance respecto a los diferentes as-
pectos jurídicos y políticos. En el caso de los derechos colectivos 
de los grupos étnicos y los derechos ambientales, estos tornan el 
grado de derechos concretos en la medida en que existen criterios 
de comparación a nivel teórico y jurisprudencia! que determinan 
su alcance. Si estos dependieran en mayor medida de la voluntad 
política, atendiendo la clasificación de derechos abstractos, pondría 
en duda su ejercicio, imposibilitando a su vez la reclamación de 
las prestaciones. Por ejemplo, si los derechos de propiedad colecti-
va relacionados con los satisfactores de las necesidades básicas funda-
mentales estuviesen determinados por metas políticas de intereses 
abstractos, entraríamos ante un fenómeno de dispersión de los 
derechos que afectaría su materialización, en excusas tan acostum-
bradas como la baja capacidad financiera del Estado o la grave re-
percusión en materia de política rnacroeconómica para suplirlos83. 
Por tanto, es necesario combatir todos los obstáculos de justiciabili-
dad de los derechos colectivos84, mediante la argumentación de nuevos 
casos que lleven a instancias interpretativas de precedente judicial. 
A pesar de lo anterior, aunque podamos incluir los derechos colec-
tivos fundamentales como derechos concretos, los mecanismos de apli-
cación pueden volver a identificarse correlativamente con las metas 
83 La política macroeconómica, tiene por objeto la regulación de los componentes generales 
de la economía que afectan a un país, como lo son por una parte, los regímenes moneta-
rio, fiscal, comercial y cambiario; y por otra parte del crecimiento económico, la inflación 
y las tasas nacionales de empleo y desempleo. 
84 Este término es acogido dentro del plano ontológico y axiológico del "derecho" en su 
identificación con los principios de justicia. Es decir, que exista en la mayor medida de 
lo posible una identificación entre derecho y justicia; una definitiva correspondencia 
entre el derecho y la ética colectiva. Una definición de justiciabilidad es "la posibilidad de 
reclamar ante un juez o tribunal de justicia el cumplimiento al menos de algunas de las 
obligaciones que se derivan del derecho" (Abramovich y Courtis, 2002, p . 37). 
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políticas y caer de nuevo en el relativismo abstracto85• En la forma 
como lo presenta Alexy (1992, p. 261), es posible resolver el dilema 
de confrontación, siempre que sea planteada la restricción de la pri-
macía de los derechos individuales a través de la argumentación por 
el interés común, conllevando una cesión de intereses en favor de las 
prescripciones consagradas por los derechos colectivos86• 
Reconceptualización de los derechos fundamentales 
Los derechos fundamentales, son producto de las relaciones dialéc-
ticas asociadas con enfrentamientos y rupturas institucionales en 
contextos históricos particulares (Peces-Barba, 2006, p. 77), como 
revoluciones, resistencias, o luchas al interior de las sociedades. Fe-
rrajoli (2001, p. 39), los define como "leyes del más débil en alter-
nativa a la ley del más fuerte que regía y regiría en su ausencia". 
Para efectuar un cambio de apreciación desde la perspectiva am-
biental y multicultural, es necesario hacer una reconceptualización 
sobre la titularidad de los derechos fundamentales, siguiendo siete 
factores de enorme relevancia en la demanda de las prescripciones 
contenidas por un derecho fundamental reconocido dentro del or-
denamiento jurídico. Dichos criterios pueden ser enunciados de la 
siguiente manera, y en conclusión de todo lo anterior: 
Factor subjetivo 
Las teorías convencionales continúan manteniéndose renuentes a 
la aceptación de "sujetos de derecho" diferentes al individuo; hecho 
que impide la consolidación del discurso en favor de los derechos 
colectivos fundamentales. De ahí que surja una pregunta no resuel-
85 Por ejemplo, en los mecanismos judiciales como la acción de tutela, que equivale en el 
derecho español al recurso de amparo en materia de protección a derechos fundamen-
tales; en Colombia la Corte Constitucional en sentencia T-888 de 1988, ha especificado 
casos en los que procede excepcionalmente para proteger los derechos colectivos, lo cual 
puede ser visto como un impedimento en su materialización: "a) Cuando la afectación 
de los derechos colectivos requiere la intervención urgente e inmediata del juez consti-
tucional para evitar un perjuicio irremediable" como mecanismo transitorio; en donde, 
"es fundamental demostrar: i) la premura en la intervención judicial, ii) la gravedad del 
perjuicio que sigue a la demora en resolver el asunto y, iii) la existencia de un derecho 
fundamental afectado, el cual se encuentra íntimamente ligado a la protección del de-
recho colectivo cuya defensa puede alegarse por vía de la acción popular. b) Cuando 
la amenaza o vulneración de un derecho colectivo, produce la afectación directa de un 
derecho fundamental ." 
86 En esta medida los derechos y libertades individuales empiezan a ser apreciados como 
relativos y no absolutos frente a su confrontación con otros valores, principios y derechos. 
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ta satisfactoriamente por las teorías liberales modernas: ¿por qué tan 
sólo los derechos individuales han de ser reconocidos a nivel fun-
damental? Existe un conjunto de derechos no individuales que 
también merecen entrar en consideración como fundamentales. 
Una revisión adecuada de la teoría subjetiva se satisface únicamen-
te al integrar los derechos de personas jurídicas o colectivas, con la 
concesión de derechos a entidades o seres de no-humanos que no 
asumen deberes, pero que pueden ser representados por interme-
diaciones humanas. 
Factor espacial 
Los derechos fundamentales deben ser reconocidos sin ninguna dis-
tinción de procedencia. La única salvedad que debe predicarse dentro 
del factor espacial es la caracterización cultural de individuos y co-
lectividades, para demandar derechos fundamentales de acuerdo 
a la reapropiación del "lugar" y al entendimiento realizado desde 
una visión diversa. Por tanto, los orígenes nacionales, las tradicio-
nes ancestrales, las características culturales, las construcciones sobre 
territorio, las visiones espirituales del mundo y las relaciones protecto-
ras con el ambiente, no deben ser criterios de distinción para desco-
nocer derechos fundamentales dentro de los contextos nacionales. 
Factor temporal 
El ambientalismo ha generado aportes indispensables en cuanto a la 
comprensión del mundo y las interacciones continuas con el entor-
no. Dentro de estas ideas, aparece el sustento teórico de conside-
raciones éticas asociadas con las leyes de la entropía, los límites de la 
biosfera, la resiliencia de los ecosistemas y socio-sistemas, y su ca-
pacidad de carga. Todas estas cuestiones son imprescindibles den-
tro de una dimensión temporal. El concepto de sustentabilidad 
desde una perspectiva en defensa del ambiente, requiere pensar 
en derechos no sólo de las generaciones presentes sino también fu-
turas. El hecho que sobre las generaciones venideras no recaigan 
obligaciones actuales, no significa -como hemos visto- que en el 
futuro no las tendrán de igual manera que nosotros. Por tanto, es 
necesario corregir la visión reduccionista de los derechos funda-
mentales en la escala temporal, que involucre responsabilidades 
dentro de las acciones humanas presentes para evitar padecimien-
tos nefastos en la existencia de las próximas generaciones. 
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Factor integral 
Como el individualismo ha marcado la tradición de derechos hu-
manos desde una perspectiva occidental moderna, existen posicio-
nes doctrinarias que hacen entender como derechos humanos tan 
sólo algunas concesiones liberales. Estas teorías se han valido de 
la clasificación de los derechos humanos para marginalizar ciertas 
reivindicaciones sociales diferentes a las liberales. En este caso, al-
gunos autores continúan argumentando como verdaderos y únicos 
derechos humanos los derechos de primera generación, esto es, los 
civiles y políticos; en la medida en que todos los demás son asocia-
dos con pretensiones políticas o metas colectivas. Esta interpretación 
debe ser superada a través de la aceptación de que todos los derechos 
humanos deben ser considerados de la misma manera dentro de la 
argumentación de los derechos fundamentales. Desde la perspectiva 
de integralidad, sostenemos la defensa de los derechos humanos de 
segunda y tercera generación (o cuarta corno otras clasificaciones lo 
describen) desde el discurso alternativo iusfundamental. 
Factor contextual 
Los derechos fundamentales deben guardar correlación con los 
contextos históricos, políticos y culturales. En este sentido, el papel 
de las constituciones políticas debe responder no solo a las defini-
ciones normativas sobre los derechos, sino constituirse en verda-
deros procesos constituyentes inacabados. Concebirlos como parte de 
procesos políticos y sociales cambiantes, precisa que las socieda-
des no pueden aislar las formas diversas y específicas que se van 
materializando en objetivos realizables. Surge así la necesidad de 
consolidar procesos democráticos participativos que replanteen las 
formalidades de la democracia liberal para suplirla por una demo-
cracia real. 
Factor ético 
Los poderes constituyentes o "factores reales de poder de las Cons-
tituciones" (Lassalle, 1931, p. 51), no pueden ser ajenos a las cuestio-
nes éticas que implica elevar los derechos a un nivel fundamental. 
Es necesario adoptar criterios axiológicos en la definición de prin-
cipios y valores que son determinantes para la afirmación de estos 
procesos. Un inicio en la conceptualización proviene de la tradición 
anglosajona alusiva a derechos morales, pero que vemos necesario 
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cambiar mediante la definición de nuevos valores provenientes de 
procesos dialógicos intersubjetivos87• Estos valores se diferencian 
de la moral en el sentido de tener pretensiones universales desde la 
teoría kantiana; pero también por tratarse de procesos de contrasta-
ción con otro tipo de valores. 
Factor dinámico 
El derecho no ha dejado de ser una disciplina conservadora en sus 
esquemas y concepciones teóricas. Pese a la introducción de im-
portantes análisis sociales e históricos de interpretación jurídica, 
se sigue ciñendo a tradiciones del discurso dominante que hacen 
padecer una observancia acrítica de los aspectos constitucionales88• 
La nueva teoría jurídica constitucional debe ser una reinvención 
inacabada de los derechos, en el reconocimiento de un sistema jurí-
dico no estático sino dinámico que corresponde a una realidad y a 
unos intereses determinados. 
Contenido de los derechos colectivos fundamentales 
Una vez introducidos los factores de revisión, precisemos algunos ca-
sos de derechos colectivos fundamentales que han sido ganados 
por vía de interpretación, con el fin de presentar razones que nos lle-
van a proponer nuevas fundamentalidades. Comenzamos con el 
derecho a gozar de un ambiente sano, que según la jurispruden-
cia en nuestro país, ha sido reconocido en su carácter fundamen-
tal por conexidad con derechos a la vida, la integridad física y la 
salud en el proceso de ampliación de nuevos derechos (Ferrajoli, 
2001, p. 39)89• El segundo ejemplo, es el reconocimiento del derecho 
de propiedad colectiva a nivel iusfundamental, como parte esencial 
87 Este proceso debe ser el resultado de la participación en el diálogo interno y externo 
entre los sujetos. 
88 Incluso si la descripción de las reglas, principios, valores, procedimientos, tradiciones se 
complementa a través de las precisiones jurisprudenciales, sin trascender a una crítica 
social. 
89 La Corte Constitucional ha sido reiterativa en sentencias T-406 de 1992; T-411 de 1992; 
T-415 de 1992; T-536 de 1992; T-092 de 1993; SU. 442 de 1997; T-244 de 1998; T-046 de 
1999; T-123 de 1999; T-1527 de 2000; T-771-2001; T-514 de 2007 sobre el carácter funda-
mental del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado por su conexidad 
con la vida, la salud, la integridad física e intimidad de los artículos 11 y 15 de la Consti-
tución Política colombiana. Lo anterior, a pesar del énfasis realizado por el tribunal en el 
criterio de "conexidad" y a ligeros cambios de interpretación jurisprudencia!, este con-
junto de derechos se consideran inseparables, revistiendo en la actualidad una esencia 
fundamental. En consecuencia, no se puede desligar este derecho individual-colectivo 
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de la subsistencia de los grupos étnicos. En este punto destacamos 
la gran influencia que obtiene en la consecución de metas colec-
tivas (Sanders, 1991, p. 384). Allí también se incluye el derecho 
de consulta previa en materia de aprovechamiento de los bienes 
ambientales. Así mismo, el territorio considerado un derecho fun-
damental colectivo, por las relaciones ancestrales de aprehensión 
con el entomo90• También se ha aclarado el carácter fundamental 
del derecho de 11 autonomía política" o 11 autogobiemo" de los gru-
pos étnicos en sentencias T -603 de 2005 y T -979 de 200691 • La Corte 
Constitucional ha dispuesto también esta característica sobre el de-
recho a la 11 subsistencia" de sujetos colectivos por conexidad con 
el derecho a la vida en la sentencia T-380 de 1993. De manera más 
amplia, hemos decidido teorizar el 11 derecho de existencia" que, a 
nuestro criterio, se compone no sólo de la integridad física indivi-
dual sino de elementos adicionales para el desarrollo de las poten-
cialidades humanas colectivas. 
Pasando al tema de las nuevas fundamentalidades, actualmente 
continúan siendo demandados diferentes derechos desde distintos 
sectores. Por ejemplo, desde el centro de los movimientos sociales 
son indispensables en un orden constitucional alternativo, los dere-
chos a la seguridad y soberanía alimentaria (Santos, 1998, p. 65), 
(Mesa, 2007, p.199). También resaltamos los esfuerzos promovidos 
en el referendo por el agua, para constituirlo como bien común y 
público en el que se garantice el acceso a un mínimo vital gratuito92• 
Este reconocimiento rompería con los procesos de privatización 
que niegan el acceso a quienes no pueden ser consumidores poten-
ciales, asumiendo un precio por el servicio. En materia de derechos 
en función de grupo, entran en consideración la identidad, los sa-
beres ancestrales y la visión propia del desarrollo (Escobar, 2000, 
de su carácter fundamental pleno. Dicha conexión lo hace "prevalente" dentro del orde-
namiento jurídico por vía de protección constitucional. 
90 Mientras que por el lado de los derechos colectivos a nivel constitucional, se ha desarro-
llado una extensa línea jurisprudencia! sobre la" propiedad colectiva" como elemento de 
"subsistencia" de Jos pueblos y grupos étnicos; como se aprecia en las sentencias T -188 
de 1993, T-257 de 1993, T-380 de 1993, C-104 de 1995, C-104 de 1995, C-139 de 1996, T-652 de 
1998 y C-180 de 2005. Los derechos colectivos en función de grupo como la propiedad 
colectiva y el territorio se constituyen en derechos fundamentales. 
91 Estas consideraciones se remiten a las sentencias T-254 de 1994 y SU-510 de 1998. 
92 Esta es una iniciativa desde diversos sectores sociales y ambientalistas en Colombia, 
a partir de los años 2008 y 2009, para constitucionalizar el "derecho al agua" como un 
derecho fundamental, con acceso a un mínimo vital y cobertura total del servicio de 
abastecimiento. 
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p . 130). En resumen, la lista de nuevos derechos colectivos funda-
mentales puede llegar a ser interminable, sin embargo, nos cen-
traremos en el derecho a la "subsistencia" (derecho de existencia 
colectiva), el cual consideramos piedra angular en la consecución 
de nuevos derechos fundamentales. 
Adscripción del "derecho de existencia colectiva" a la teoría 
de la transversalidad 
Para muchos suele parecer extraño hablar del derecho de existencia de 
las colectividades, debido a la inherencia exclusiva que ha connotado 
dicho término respecto a la integridad física de los individuos93• 
Pero este derecho se encuentra más allá de la simple aplicación del 
acceso a un mínimo vital individual (Arango, 2005, p. 212), o de la aten-
ción a la teoría de asistencialismo del Estado liberal clásico (Peces-
Barba, 2006, p. 103)94• Coincidimos con Sanders (1991, p. 382) en 
que su objetivo no es el aseguramiento de la nutrición adecuada a los 
individuos, aunque pueda contribuir a este fin, sino de manera cru-
cial a la existencia cultural del grupo95• 
Se trata de un tipo de derecho que podemos adscribir a una 
nueva categoría jurídica denominada derechos fundamentales trans-
versales. Estos últimos se definen como puntos de inflexión y con-
fluencia de los derechos colectivos fundamentales. Así por ejemplo, 
dentro de la justificación sobre el alto grado de importancia esta-
blecido para el conjunto de derechos colectivos: a la soberanía, a 
la autodeterminación y al autogobierne; es posible identificar un 
núcleo común, que se escapa del análisis separado de sus elementos 
93 En muchos casos suele referirse al derecho de existencia de manea exclusiva a la esfera 
individual. Incluso desde la teoría de los derechos sociales fundamentales se rechaza la apli-
cación de este derecho sobre colectividades (Arango, 2005, p. 69-73). 
94 Incluso, es sobrepasar las ideas liberales del Welfare S tate que en décadas pasadas fueron 
sustituidas por el auge de las políticas neolíberales desde la teoría económica; o neocon-
servadoras desde la teoría política Gessop, 1999, pp. 66-94). También se mencionan algu-
nas estrategias estatales de mantenimiento reducido del bienestar social como fuente 
de aceptación del sistema de producción capitalista (Santos, 1998, p. 30). Teorías simila-
res se reproducen al interior de organizaciones privadas en la adopción de políticas de 
responsabilidnd social y ambiental. Desde nuestra perspectiva, consideramos que todos estos 
procesos conexos al discurso del desarrollo económico, dejan de plantearse cuestiones 
importantes sobre ética y sustentabilidad ambiental intergeneracional como el sistema 
de necesidades básicas que incorpore propuestas alternativas de desarrollo humano. 
95 En el mismo sentido la profesora Gómez (1996, pp. 275-276) habla sobre la dimensión 
colectiva referente a los derechos cuyo reconocimiento y ejercicio es necesario para ga-
rantizar la existencia misma de los grupos". 
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pero que en la misma medida puede resultar imprescindible en la 
defensa por la autonomia e integridad de naciones y pueblos. 
¿Pero es factible reafirmar la fundamentalidad de este tipo de 
derechos bajo una forma no excluyente? Es precisamente bajo las 
características de sistemicidad e integralidad que subyacen a este in-
terrogante, que acogemos la teoría de la transversalidad para resca-
tar aspectos esenciales que se comparten; no desde una posición 
jerárquica excluyente, sino desde un plano horizontal complemen-
tario. En síntesis, planteamos que este núcleo común puede dar pie 
a la construcción de nuevas teorías, en las que sea procedente acep-
tar derechos fundamentales difíciles de reconocer desde una visión 
aislada. 
Ahora bien, el derecho de existencia en el sentido amplio debe 
ser entendido como la reivindicación colectiva a no desaparecer, 
a constituir una identidad cultural propia, a tener una visión pro-
pia del desarrollo, a garantizar el sistema de necesidades básicas 
humanas; a la comprensión, defensa y conservación del entorno y 
al establecimiento de un diálogo continuo entre las diferentes cul-
turas. Por tanto, se trata de un derecho propio y complemento de 
la complejidad, que va más allá del aseguramiento a la subsisten-
cia física por un "mínimo social" en los términos planteados por 
Rawls (1971, pp. 242-251), desde la teoría liberal, o del modelo de 
necesidades básicas propuesto por Maslow (1943), desde enfoques 
psicosociales de la economia clásica. Aquí es necesario acudir nue-
vamente a la visión multidimensional que articule el núcleo común 
de los derechos: a la existencia, a la autodeterminación, al autogo-
bierne, al desarrollo propio, a la representación y a la defensa de 
un ambiente sano. 
Titularidad de los derechos colectivos fundamentales 
Retomando los factores para una reconceptualización de los dere-
chos fundamentales establecemos nuestro desacuerdo con la po-
sición restrictiva de la titularidad de derechos colectivos de Fiss 
(1976, p. 148), que se suscribe exclusivamente al ámbito de los 
"grupos determinados de individuos"%. Consideramos que esta 
96 Según esta diferenciación realizada por Fiss (1976), las sociedades en el derecho comer-
cial son grupos de individuos cerrados que se diferencian como entidad propia, de los 
miembros que la componen. En este sentido los beneficios que se obtengan son indivisi-
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proposición viene deformada por las confusiones epistémicas de 
los derechos colectivos. 
En materia de derechos de los grupos étnicos puede proponerse 
una titularidad grupal participativa no reducible a la intervención 
o criterio individual de alguno de sus miembros, así existan au-
toridades que ejerzan los derechos en nombre de su colectividad. 
Esto cambia, en la dinámica de derechos ambientales colectivos y 
de grupos específicos, debido a que las razones de exclusión para 
"grupos de individuos indeterminados"97, no se exige a través de 
un requisito de interdependencia entre "bienestar individual, iden-
tidad cultural y bienestar del grupo". Por ejemplo, en el caso de los 
derechos ambientales se pueden ejercer acciones tanto individua-
les como colectivas independientemente de donde resida la titula-
ridad (incluso de aquellas intermediaciones humanas encaminadas 
a proteger derechos de otros seres). 
Otro aspecto es el caso de los grupos específicos, en el cual, sus 
intereses no estén mediados por una identidad cultural -aunque sí 
colectiva-; y sin embargo siguen definiéndose como grupos deter-
minados (pensemos en el caso de movimientos ambientalistas, femi-
nistas, pacifistas, estudiantiles, etc.), que provienen de diferentes 
raíces ideológicas y culturales. 
Una propuesta sobre la dinámica de 
internacionalización de los derechos 
fundamentales: ciudadanía, globalidad, 
cosmopolitismo y diálogo intercultural 
Recordemos que Kant (1795, pp. 27-30), ya planteaba los primeros 
pasos de la universalidad de los derechos desde los postulados de 
una "ciudadanía universal" y una "hospitalidad cosmopolita". El 
fin de esta medida era solucionar las discriminaciones nacionales 
bies jurídicamente, pero no de manera fáctica. De otra parte, existen grupos "abiertos de-
terminados" como los de minorías nacionales y grupos étnicos, quienes serian los titulares 
de los derechos colectivos. Sin embargo, desde esta perspectiva, otros grupos "abiertos 
indeterminados" quedarían excluidos por su falta de interdependencia entre bienes-
tar individual, identidad y bienestar del grupo, y por lo tanto, carentes de la titularidal'i 
de derechos colectivos. '-· 
"' Grupos indeterminados que se configuran a través de demandas sociales, como las aso-
ciaciones de desempleados o grupos de homosexuales. 
Argumentación iusfundamental de los derechos colectivos y ambientales 
acaecidas sobre individuos extranjeros, que por distintas circuns-
tancias estuviesen de tránsito o residencia en países diferentes a su 
lugar de origen. Ambos principios eran predicados como conditio 
sine qua non de la titularidad de derechos, en la necesidad de cons-
truir una sociedad de naciones en Europa hacia finales del siglo 
XVIII. En la actualidad, estos conceptos se tornan indispensables 
para afianzar los procesos de "internacionalización de los dere-
chos" y dar paso a la consolidación de una "ciudadanía global". 
Existen tres factores referidos a esta propuesta, que son impres-
cindibles de acuerdo a los valores e ideales de justicia: primero, la 
voluntad política compartida; segundo, el compromiso mutuo; y 
tercero, el equilibrio internacional. Hablar de una ciudadanía am-
plia de perspectiva planetaria98 en el marco de la universalidad de 
derechos, implica dar por terminadas las relaciones desiguales en 
materia de migraciones, desplazamientos, exclusiones sociales y 
dominación hegemónica. Muchos sectores se mantienen escépticos 
ante la propuesta de efectuar un cambio estructural de los derechos 
y obligaciones al interior de la sociedad-mundo o mundo-sistema 
(Morin, 2004, p 40; Giddens, 1990, p. 65; Wallerstein, 1976, pp, 229-
233), hasta que no existan instancias internacionales que aseguren un 
orden y una soberanía mundial, y se haga prioritario establecer una 
política encaminada a combatir los problemas de "desigualdad 
y pobreza". Pero, no podemos olvidar la complejidad de elementos 
inherentes a esta problemática, que obligan a plantear una perspec-
tiva de internacionalización de los derechos dirigida a contrarrestar 
cada uno de efectos de la crisis. 
Comenzaremos por analizar la visión de "progreso". En los 
últimos años ha sido frecuente la utilización del concepto "desa-
rrollo económico" para entender la forma en que las sociedades oc-
cidentales conciben el direccionamiento de su historia. Lo anterior 
ha contribuido a la generalización de la idea de "progreso" por su 
analogía con el "crecimiento económico". Sin embargo, el incum-
plimiento por resolver los males de las sociedades contemporáneas; 
desplaza el" discurso del desarrollo" hacia la pretensión pseudo-uni-
versalista de unidireccionalidad lineal de la historia; que en lugar 
de mejorar las condiciones de existencia, genera factores adiciona-
98 Utilizamos como sinónimos las expresiones "ciudadanía global", "ciudadanía terrestre" 
y "ciudadanía planetaria". 
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les de "subdesarrollo"99, opresión, pobreza, miseria, desigualdad, 
dominación y degradación ambiental (Escobar, 1996, p. 21; 2005, 
pp. 23-34). Al desconocer la relevancia de los contextos históricos, 
sociales y culturales, el modelo adoptado lleva implícito su fracaso 
en el intento de solucionar cada uno de los componentes de la crisis 
planetaria. 
Otra característica presente, es el surgimiento de una raciona-
lidad moderna centrada en los avances de la ciencia y el optimis-
mo tecnológico. Esta racionalidad que ha ido en busca de soluciones, 
también ha sido responsable de los efectos nocivos creadores de 
riesgos, incertidumbres, dependencias y dominación en las relacio-
nes de poderes. Entre muchos ejemplos se encuentran, el desarrollo 
de armamento nuclear y la generación de procesos transgénicos. 
Como consecuencia, la complejidad inherente a las construcciones 
éticas y culturales del entorno, son desconocidas por la aplicación 
de fórmulas científicas, técnicas o tecnológicas que intentan des-
prenderse de las relaciones sociales que les dieron su origen. 
De otro lado, examinaremos la aparición de aquellos factores del 
mundo globalizado en la estructura de un" nuevo orden mundial". En 
esta instancia, toma relevancia el término de "globalización" que 
ha srdo utilizado a partir de la década de 1990 para referirse a un 
fenómeno de características económicas y tecnológicas, que intenta 
unificar de manera generalizada el discurso de "progreso" desde 
el punto de vista occidentaP00• Giddens (1990, p. 64) lo define como 
"la intensificación de las relaciones sociales a nivel mundial que 
vincula localidades distantes de tal manera que los acontecimien-
tos locales son modelados por eventos que tienen lugar a muchas 
99 El concepto de "subdesarrollo" continúa siendo polémico incluso en nuestros días, des-
de que se utilizó oficialmente en el discurso de posesión pronunciado, en 1949, por el 
presidente estadounidense Harry Truman. Morin (2004, pp. 43-44) reconoce que el mis-
mo discurso imperante sobre el progreso desde el punto de vista occidental, ha traído 
problemas incluso en los países desarrollados. Así, por ejemplo, afirma lo siguiente: "El 
desarrollo técnico-económico produce igualmente subdesarrollos morales y psicológi-
cos ligados a la hipertrofia individualista. Si bien el individualismo occidental es, para 
mí, una gran virtud de la historia de Occidente, termina por transformarse en hiperindi-
vidualismo, en pérdida de lazos solidarios con el otro, en egocentrismo furioso". 
'
00 Como afirma Edgar Morín (2004, p. 43), el fin creado por Occidente respecto a la idea 
de desarrollo en sentido amplio, ha pretendido extenderse con cierto sesgo hacia una 
aceptación "pseudo-universalista", en la que el destino de la humanidad está pres<;rito 
;:x'r los modelos occidentales que ingenuamente se cree, tienen validez para todos'1os 
~c:-.:ü:.:>5 históricos, sociales y culturales. 
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millas de distancia y viceversa". Algunas contrariedades crónicas 
de la globalización pueden resumirse de la siguiente manera: 
l. Relaciones distributivas desiguales entre países enriquecidos y 
empobrecidos: en el transcurso de la historia jamás ha exis-
tido una relación justa entre países. Hoy, más que nunca, 
se evidencia una realidad con mayores desigualdades en-
tre los diferentes grupos de naciones: Norte-Sur, emique-
cidos y empobrecidos, dominantes y dominados, centro y 
periferia. Las relaciones mantenidas entre estos países ha 
conllevado una serie de fenómenos globales que acrecien-
tan cada vez más esta situación: la apertura de las econo-
mías nacionales al comercio internacional presionado por el 
flujo de capitales del centro sobre la periferia; la regulación 
de las migraciones desde la periferia al centro; y la reparti-
ción desigual de las cargas ambientales. Del mismo modo, 
la "globalización de mercado" va creando condiciones de 
injusticia por sucesos como la estandarización de los precios 
globales, la regulación de pagos de deudas internacionales, 
la defensa de las características económicas del derecho de 
propiedad, la privatización de las empresas estatales, el es-
tablecimiento de la política de intervención mínima (Santos, 
1998, pp. 16, 40), los incentivos tributarios para inversión 
privada extranjera, la flexibilización del mercado laboral y 
el traslado de contaminación ambiental a bajo costo. 
2. Relaciones de jerarquía social e intergeneracional: la tesis de 
"igualdad" planteada por el liberalismo, nunca fue dirimi-
da por esquema o modelo político alguno, mucho menos 
con la aparición del socialismo de predominancia burocrá-
tica y militar. La falla del supuesto capitalista y socialista ha 
sido el persistente "desconocimiento" de las desigualdades 
humanas implícitas en las relaciones de poder. Ambos sis-
temas desconocen el principio de equidad ambiental ínter-
generacional, por sus modelos de producción consolidando 
a su vez estructuras jerárquicas al interior de las sociedades. 
3. Consolidación de los Estados-nacionales como únicos voceros 
en el escenario global: los Estados se han atribuido la repre-
sentación internacional legítima de acuerdo a su tradición 
histórica. La participación de diferentes sectores sociales y · 
colectivos, ha sido un factor de poca relevancia en las accio-
nes de organismos internacionales. 
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Finalmente, advertimos una crisis de identidad individual y co-
lectiva por la falta de reconocimiento de la "otredad" o "alteridad", 
que afecta el lugar de la cultura como parte importante en la lucha 
contra los procesos de homogenización hegemónica101• En este caso, 
la ausencia de interrelaciones entre identidades colectivas ha propi-
ciado el surgimiento de ciudadanías de segunda y tercera clase pro-
movidas desde los Estados mediante la discriminación histórica por 
orígenes nacionales. 
Ahora, es conveniente preguntarse cuáles son las alternativas 
posibles. Nuestro aporte, frente a los problemas vinculados a esta 
crisis, es la contribución a una teoría jurídico-política que enfren-
te la problemática hasta ahora ignorada por la hegemonía de los 
poderes centrales. Esta tarea demandará la creación de nuevas for-
mas en defensa de los procesos alternativos de universalidad de 
derechos, que reconozca las características propias de los perfiles 
históricos y concretos de las comunidades e individuos, desde "un 
ethos universal síntesis de valores multinacionales y multicultura-
les". (Perez-Luño, 2002, pp. 21-36). En otras palabras, podemos ver 
en los derechos fundamentales internacionales y en los valores de tole-
rancia, solidaridad y cosmopolitismo un potencial emancipador de 
los proc~sos de globalización guiados por el mercado. 
A esta dinámica de internacionalización de derechos es importante 
sumarle el establecimiento de una Constitución Global desde la pers-
pectiva del cosmopolitismo redistributivo102, con plenas garantías 
en instancias jurídicas y políticas internacionales (consejos, comi-
tés, comisiones, asambleas, tribunales, cortes, etc.). De igual forma, 
las acciones sociales asegurarán la aplicación de estos derechos que 
se convertirán en prioridades políticas sobre los gobiernos nacio-
nales y locales. 
101 Santos (1998, p. 46), insiste en definir la cultura como "un proceso social construido en 
la intersección entre lo universal y lo particular" que "lucha contra la uniformidad". Ci-
tando a Wallerstein respecto a su "escepticismo de cultura global" (Santos, 1998, p. 187): 
"definir una cultura es una cuestión de definir fronteras las cuales son esencialmente 
políticas" . Esto significa que definir "identidades" es cuestión de diferencias. Y la cultu-
ra predefine estas resistencias políticas. De allí que la cultura ocupe un lugar importante 
contra los procesos de homogenización pretendida por los centros de poder occidental 
en el sistema global moderno. En consecuencia, no existe otra alternativa mundial que la 
interacción de "culturas globales plurales" . 
102 Este tipo de "cosmopolitismo" rebasa el inicial concepto kantiano, que según la defi-
nición de Santos (1998, p . 60), debe ser percibido "como el establecimiento de redes de 
luchas sociales contra-hegemónicas con potencial emancipador". 
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En efecto, planteamos ir más allá, hacia un proceso de cambio 
con ideas efectivas y concretas dentro de un horizonte de pautas 
que corresponda al escenario actual. Examinando los elementos de 
la crisis, nos damos a la tarea de formular las siguientes alternati-
vas como puntos de partida. En primer lugar, debemos rescatar la 
posición de un doble proceso frente a la visión de "desarrollo": la 
deconstrucción misma del concepto; y la sustitución por concepcio-
nes alternativas. Ante esta perspectiva, surgen iniciativas a partir 
de los "localismos globalizados", para reafirmar la importancia de 
"lo local" como proyecto alternativo frente al discurso de la globa-
lización económica (Escobar, 2000, p. 115). 
También es preciso adoptar una doble vía en las relaciones glo-
bal-local, que incorpore los" globalismos localizados" en los proce-
sos de diálogo. A partir de esta dinámica, nace la idea de globalizar 
dialógicamente el discurso de los derechos colectivos y ambientales 
(Santos, 1998, p. 202), en un escenario de reconocimiento y consoli-
dación iusfundamental que imponga los límites a la acumulación de 
capital, al crecimiento económico y a los consumos exosomáticos103 
(Mesa, 2007, p. 161). Se trata de un nuevo paradigma de ''desa-
rrollo" atribuido a la relación de "globalidad" y "glocalidad" de 
los derechos internacionales. Para una mayor comprensión acudi-
remos al análisis de la tradición de los derechos humanos que han 
sido universalizados en forma de "localismo globalizado occiden-
tal" (Santos, 1998, p. 197). 
La nueva forma de pensar su aplicación provendría de los "glo-
calismos" y la "glocalización"104, en una crítica a la visión contra-
puesta local-global -una interacción de conceptos en donde lo local 
está incluido dentro de lo global- (Robertson, 1997; Escobar, 2005, 
p. 125), para articular las formas de "pensar y actuar localmente 
y globalmente". La "glocalidad" de todas las generaciones de de-
rechos humanos conduciría a una nueva dialéctica entre lo local-
103 Según Santos (1998, p. 54), el sobreconsumo de materia-energía, tiene una triple dimen-
sión desde el consumismo: la cultura que define Jos símbolos, valores, y modos de vida; 
la economia que reacciona mediante producción y aprovisionamiento de bienes y ser-
vicios; y la política que establece la cantidad, calidad y distribución de los consumos. 
104 Del japonés dochakuka, que sin embargo ha modificado su sentido original de "locali-
zación global" de los negocios, para ser explicada desde la interacción local-global que 
"toma en cuenta tanto las cuestiones temporales como espaciales". 
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global como compromiso compartido por la humanidad105• Esto se 
logra incorporando elementos que sustituyan la panacea denomi-
nada 11 racionalidad moderna" fundada en elementos económicos, 
científicos y tecnológicos por la complejidad desde una escala ética, 
dialógica y multidimensional de 11 racionalidad ambiental" y diálo-
go de saberes (Leff, 2004, p. 298-351)106• 
Retomando todos los argumentos anteriores, se hace impres-
cindible adoptar una propuesta de globalización alternativa, ¿pero 
cómo entender este concepto aparentemente ambiguo y difuso? 
Desde luego que tal enfoque de globalización deja de tener un efec-
to regresivo y se constituye en un momento histórico del cual sur-
gen emergencias sociales referidas a luchas, conflictos, resistencias y 
contraculturas; que si bien adquieren un discurso antiglobalizante, 
propugnan al mismo tiempo por un tipo alternativo de globaliza-
ción. Es decir que, una vez aceptada la existencia de varios tipos 
de globalización, tanto económica y tecnológica, como cultural y 
política; no queda claro hasta donde puede considerarse per se un 
105 De esta forma se irrumpiría la falta de justiciabilidad de los derechos en los países de la 
periferia. 
106 La "racionalidad ambiental" y el "saber ambiental" han sido términos profundizados 
por-Leff (2004, p. 338), de la siguiente forma:"[ ... ] El saber ambiental se construye como 
recuperación del ser, apertura del mundo hacia lo posible, liberación del cerco del co-
nocimiento y jaula de la racionalidad.[ ... ] En la categoría de la racionalidad ambiental, lo 
sustantivo es el concepto de ambiente. El ambiente es el saber que emerge en el espacio 
de externalidad del logocentrismo de las ciencias modernas. La crisis ambiental es ge-
nerada por el desconocimiento de lo real -la exclusión de la naturaleza, la marginación 
de la cultura, el exterminio del otro, la anulación de la diferencia-, por la unicidad, sis-
temicidad, y homologación de las ciencias. La problemática ambiental es el efecto que 
produce la racionalidad formal, instrumental y económica como formas de conocimien-
to y en su voluntad de dominación, control, eficacia y economización del mundo. [ ... ] 
La cuestión ambiental inaugura una nueva racionalidad; es racional porque es pensable 
(incluyendo el orden de lo no pensado y de lo por pensar); moviliza saberes y acciones 
sociales para la construcción de sociedades sustentables. La racionalidad ambiental no 
es una "ecologización" del pensamiento ni un conjunto de normas e instrumentos para el 
control de la naturaleza y la sociedad, para una eficaz administración del ambiente. La 
racionalidad ambiental [ ... ] es una racionalidad que integra el pensamiento, los valores 
y la acción; es una racionalidad abierta a la diferencia, a la diversidad y pluralidad de ra-
cionalidades que definen y dan su especificidad e identidad a la relación de lo material y 
lo simbólico, de la cultura y la naturaleza". En cuanto al diálogo de saberes, Taylor (1993, 
p. 47), en su teoría filosófica establece como condición previa al ideal de autenticidad e 
identidad, el proceso que se construye a través del diálogo. Esta es la base para la polí-
tica de reconocimiento y la diferencia, que también hacen parte de la construcción de la 
identidad individual y colectiva. Pero además, como el mismo Leff (2004, p. 326) afirma, 
se trata de un diálogo de "saberes -autóctonos, tradicionales, locales- que aportan sus 
experiencias y se suman al conocimiento científico" para establecer la "ruptura de una 
vía homogénea hacia la sustentabilidad; es la apertura de la diversidad que rompe la 
hegemonía de una lógica unitaria" de racionalidad moderna. 
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factor que fomenta la actual crisis (Santos, 2009, p. 259), y en dónde 
puede para dar paso a la contribución de propuestas globales alter-
nas (políticas, culturales, económicas, etc.). 
En resumidas cuentas, pensar una "alternativa de globali-
zación" supone efectuar un cambio de rumbo, dirimiendo las 
desigualdades entre naciones y pueblos, asumiendo las responsa-
bilidades históricas y rompiendo las barreras políticas que se con-
cretizan en las exclusiones internacionales. Por tanto, más que la 
búsqueda de una igualdad formal o material; social, psicológica, 
emocional, ideológica, económica, etc., entre individuos (como es 
planteada por el capitalismo y el socialismo)107, los términos de dis-
cusión deben enfocarse hacia la defensa de un principio de equidad 
ambiental ínter e intra-generacional. En lo relativo a las exclusiones 
es necesario desvincular los términos Estado-nación, para dar ma-
yor participación a los diferentes sectores nacionales y colectivos 
desde el punto de vista global. Una idea significativa que apunta 
en esta dirección, es el proceso constitucional de Bolivia en el 2009; 
que consagra un Estado plurinacional (artículo 1° de la Constitución 
Política de Bolivia) conformado por distintos pueblos y distintas 
naciones, dentro de un único Estado descolonizado (Garcés, 2008). 
El paso inicial para la reorganización global, es la defensa de un 
diálogo intercultural en los procesos de internacionalización de los 
derechos fundamentales. Aquí, retomamos la noción de hermenéu-
tica diatópica (Santos, 1998, pp. 200-202; 2009 pp. 451, 461)108, que tie-
ne como objetivo identificar los factores de incompletud recíproca 
entre culturas a través del diálogo con la otredad o alteridad. Por 
medio de este concepto, los derechos humanos que se mantienen in-
completos desde su origen, se concretizan y complementan a través 
de una adopción cultural específica109• Es decir, que cada identidad 
colectiva replantea en los sistemas jurídicos la jerarquía de derechos 
fundamentales desde la visión intercultural, en el entendido de 
107 Para quienes consideren extraña la crítica a los dos modelos es necesario citar los esfuer-
zos del ambientalismo político para edificar nuevas formas de organización económica, 
social y política. 
108 Algunos sinónimos para este concepto son: diálogo, comprensión o reconocimiento in-
tertópico. 
109 Como el mismo Santos advierte, el objetivo principal de la hermenéutica diatópica "es 
crear una conciencia autorreflexiva de la incompletud cultural" . Por ello, se trataría de 
una constante complementariedad inacabada. 
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determinar la primacía normativa desde los valores y principios. 
Entonces, la "glocalidad-globalidad" deja de tener pretensiones 
hegemónicas, para convertirse en reconocimiento supranacional e 
intercultural de propuestas locales que se mantienen como alterna-
tivas frente a las problemáticas desde el cosmopolitismo. A dicha 
propuesta la denominamos principio intercultural de los derechos fun-
damentales internacionales. 
Luego de esto, vinculamos la noción de "ciudadanía", a fin de 
dirigir los esfuerzos de los derechos fundamentales hacia los valo-
res internacionales de solidaridad y compromiso mutuo (K ymlic-
ka, 1996, p. 240). ¿Pero es posible plantear dicho concepto "local" o 
"micro" a una escala "global" o planetaria? ¿O se generarían nue-
vas exclusiones y conflictos? Es comprensible el temor de quienes 
plantean superar la idea de "ciudadanía común", con base en los an-
tecedentes históricos de reconocimiento de derechos dentro de las 
jerarquías sociales dominantes. En efecto, las exclusiones sociales, la 
deficiencia en las garantías y las ciudadanías subordinadas, pueden 
ser fenómenos explicados satisfáctoriamente por el pasado histó-
rico de la ciudadanía (Gudynas, 2009, p. 62-65). Pero, el propósito 
de esta idea es establecer algo: la inclusión del "otro" para estable-
cer un diálogo y fomentar los valores de tolerancia, solidaridad, 
respensabilidad, identidad, cooperación, participación, justicia y 
equidad. Observándolo desde otra perspectiva, lo que debemos en-
tender hoy por "ciudadanía" dista bastante de la primigenia con-
cepción de la civitas romana, que restringía los derechos plenos a 
una fracción reducida de "población civilizada". 
¿Y por qué recobrar esta idea en lugar de marginarla? En toda 
forma de asociación social y política, el éxito de la organización 
está asegurado por vínculos o lazos de unión establecidos entre los 
"buenos ciudadanos". En la actualidad es imprescindible abrirse a 
una nueva concepción ciudadana cosmopolita, planetaria y global110, 
como forma humana autoconsciente y colectiva para enfrentar los 
problemas de la crisis. Desde luego que no se trata de un término co-
lonial de Occidente, sino de la reinterpretación de una idea rescatable 
que se construye a partir del sujeto. Nos referimos a una ciuda-
danía que reconoce la aplicación de los derechos-obligaciones en 
110 Por ejemplo, existen iniciativas regionales desde los pueblos indígenas por consolidar 
una ciudadania suramericana cosmopolita (Mesa, pp. 410-425). En el mismo sentido, 
ideas globales que trascienden este concepto como el caso de las meta-ciudadanías (Gu-
dynas, 2009, pp. 84-89). 
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relación a las "personas", entendidas éstas en el sentido amplio del 
término. Según Ferrajoli (2001, p. 41), la universalidad de los dere-
chos fundamentales debe consolidarse sin distinción de ciudadanía, 
"como presupuesto de todos los derechos fundamentales que co-
rresponden no al ciudadano sino a las personas"111 • 
Hasta este punto quedan desvirtuadas posiciones históricas so-
bre los derechos fundamentales, que permanecían inconclusas por 
su restricción subjetiva a la titularidad de derechos. Sin embargo, 
la generalización de una teoría ciudadana puede afectar su validez 
en contextos sociales específicos. Por esta razón, acudimos al enfo-
que de" diversidad profunda" (Taylor, 1991, p. 75), que nos permite 
formular una idea de ciudadanía multicultural que sea diferenciada 
conforme a las propias identidades individuales y colectivas (Kimlic-
ka, 1996, p. 241). Al mismo tiempo, el concepto de "ciudadanía" 
debe percibirse como la preocupación por resolver los problemas de 
justicia distributiva, equidad generacional y responsabilidad glo-
bal desde una visión amplia y participativa, pública y privada. Este 
concepto que hemos denominado ciudadanía ambiental (Mesa, 2007, 
pp. 407-414), -y que trasciende la idea desterritorializada <:J.e ciu-
dadanía ecológica de Dobson (2001, pp. 168)- se fundamenta en la 
exigibilidad material de los derechos de "tercera generación", con 
la finalidad de garantizar la construcción del bien común mediante la 
participación política colectiva. Su prioridad yace en la satisfacción 
de las necesidades fundamentales, en la sustentabilidad a largo 
plazo, en la responsabilidad histórica internacional, en los lazos de 
unión y solidaridad, en la protección y conservación ambiental, y 
en la reafirmación de los sujetos colectivos y especiales. 
En suma, establecemos la apuesta por una ciudadanía multi-
cultural y ambiental que confluya en la interacción de elementos 
complejos para establecer las bases de una comunidad ambiental, 
multicultural, social y política frente a la actual crisis, desde una per-
cepción complementaria y no independiente (desligada), que pres-
te toda la atención a los derechos y obligaciones para dar paso a la 
edificación de una ciudadanía global. 
111 La critica histórica sobre el concepto de ciudadanía, es asumida por Ferrajoli (2001, pp. 21, 
41), como una oportunidad para reformular su significado. Así por ejemplo, son explícitos 
los cuestionarnientos a la tradición europea desde la Declaración francesa de los derechos 
del hombre y del ciudadano, hasta la Declaración universal de derechos humanos. Del 
mismo modo, exige replantear las clasificaciones de derechos de la personalidad y la ciu-
dadanía, concedido históricamente a las personas con capacidad de obrar. 
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